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RESUMEN 

La presente investigación analiza la incidencia de la prohibición de los mecanismos de 

simplificación procesal, la cuales son terminación anticipada y conclusión anticipada en los 

delitos de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento, 

teniendo en cuenta como se vulnera el principio de celeridad procesal en el ordenamiento 

jurídico peruano. 

El estudio se enmarca en una investigación de tipo básica, con enfoque cualitativo con 

nivel descriptivo - explicativo y metodologías exegética, sistemática, inductiva y deductiva, 

orientadas al análisis normativo y doctrinario. Analiza una problemática a partir de la 

promulgación de la Ley N.º 30838, que prohíbe la aplicación de dichos mecanismos en delitos 

contra la libertad sexual, lo cual genera tensiones entre la política criminal del Estado y los 

principios procesales, particularmente la celeridad, economía procesal y el derecho al plazo 

razonable. 

Desde el plano teórico, se desarrolla la configuración del delito de tocamientos 

indebidos, identificando como bien jurídico protegido la libertad sexual, entendida como la 

autodeterminación del individuo frente a injerencias externas. Asimismo, se examinan los 

elementos típicos del delito, incluyendo sujetos, modalidades comisivas y medios como la 

violencia, amenaza o ausencia de consentimiento. 

En cuanto al principio de celeridad procesal, se establece su carácter de garantía 

constitucional vinculada al debido proceso, orientada a evitar dilaciones indebidas y promover 

una justicia pronta y eficaz. Este principio se encuentra estrechamente relacionado con la 

economía procesal y el derecho al plazo razonable, constituyendo un eje fundamental en la 

eficiencia del sistema de justicia penal. 
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Por otro lado, los mecanismos de terminación anticipada y conclusión anticipada son 

analizados como instrumentos de simplificación procesal que permiten la resolución temprana 

del conflicto penal mediante el consenso entre las partes, generando beneficios tanto para el 

imputado que es la reducción de la pena, como para el sistema judicial siendo la descongestión 

de la carga procesal. 

En la presente investigación, a partir de entrevistas a especialistas, se coincide en la 

advertencia que la prohibición establecida por la Ley N.º 30838 responde a una política 

criminal orientada a la severidad punitiva; sin embargo, se identifica que dicha medida resulta 

ineficaz para la prevención del delito y genera efectos adversos en el sistema judicial. Entre 

estos efectos destacan el incremento de la carga procesal, la dilación de los procesos penales y 

la afectación a la eficiencia del sistema. 

Asimismo, los resultados evidencian que la prohibición limita derechos procesales del 

imputado, pudiendo vulnerar el principio de igualdad ante la ley, no obstante, respecto al 

principio de celeridad, se concluye que su afectación es absoluta, en tanto este no solo se reduce 

a la conclusión anticipada del proceso, sino también al respeto de los plazos razonables sin 

dilaciones indebidas, debiendo aplicar también a la terminación anticipada en el proceso de 

tocamientos. 

En síntesis, la investigación concluye que la prohibición de los mecanismos de 

simplificación procesal en delitos de índole sexual genera una tensión entre la política criminal 

y los principios procesales, evidenciando una afectación indirecta a la celeridad procesal y una 

repercusión negativa en la eficiencia del sistema judicial, lo que plantea la necesidad de una 

revisión legislativa orientada a armonizar la protección de la víctima con las garantías del 

debido proceso. 

Palabras clave: celeridad procesal, terminación anticipada, conclusión anticipada, delitos 

sexuales, política criminal, debido proceso. 
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ABSTRACT 

This research analyzes the impact of the prohibition of procedural simplification 

mechanisms—early termination and early conclusion, on the crime of non-consensual sexual 

touching, within the framework of the principle of procedural celerity in the Peruvian legal 

system. The study adopts a basic, descriptive approach, employing exegetical, systematic, 

inductive, and deductive methods, as well as documentary analysis and expert interviews. The 

problem arises from the enactment of Law No. 30838, which restricts the application of such 

mechanisms in crimes against sexual freedom, generating tension between criminal policy and 

procedural principles. The findings reveal that, although the prohibition aligns with a punitive 

criminal policy aimed at deterrence, it produces adverse effects, including increased judicial 

workload, procedural delays, and reduced system efficiency. Furthermore, it limits the 

defendant’s procedural rights and may affect the principle of equality before the law. Regarding 

procedural celerity, the study concludes that its impact is indirect, as this principle is not limited 

to early case resolution but also involves compliance with reasonable timeframes without 

undue delay. In conclusion, the prohibition creates a conflict between the protection of victims 

and due process guarantees, highlighting the need for legislative reform to ensure a more 

balanced and efficient criminal justice system. 

Keywords: procedural celerity, early termination, early conclusion, sexual offenses, 

criminal policy, due process.
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INTRODUCCION 

La presente investigación ha despertado en razón de las recientes modificaciones 

legislativas en materia penal orientadas a reforzar la política criminal frente a los delitos contra la 

libertad e indemnidad sexual, particularmente a partir de la promulgación de la Ley N.º 30838, la 

cual establece la prohibición de aplicar mecanismos de simplificación procesal como la 

terminación anticipada y la conclusión anticipada en este tipo de ilícitos. Esta medida, si bien 

responde a una finalidad de endurecimiento punitivo y prevención general, ha generado 

cuestionamientos respecto a su compatibilidad con principios fundamentales del proceso penal, 

tales como la celeridad procesal, la economía procesal y el derecho al plazo razonable. En ese 

sentido, surge la necesidad de analizar si dicha prohibición contribuye efectivamente a los fines de 

la política criminal o, por el contrario, produce efectos adversos en la administración de justicia. 

En cuanto al estado de la cuestión, se advierte que la doctrina y diversas investigaciones 

previas han abordado de manera significativa la importancia de los mecanismos de simplificación 

procesal como instrumentos idóneos para la descongestión del sistema judicial y la pronta 

resolución de conflictos penales. Asimismo, se ha estudiado la relación entre la inaplicación de 

dichos mecanismos en delitos sexuales y la posible afectación al principio de igualdad ante la ley. 

Del mismo modo, se identifican vacíos relevantes en torno al análisis específico de la incidencia 

que tiene la prohibición establecida por la Ley N.º 30838 sobre el principio de celeridad procesal, 

especialmente desde una perspectiva integral que articule la política criminal, los derechos 

fundamentales del imputado y la eficiencia del sistema judicial, en consecuencia, resulta válido 

formular la siguiente pregunta: ¿En qué medida la prohibición de terminación o conclusión 

anticipada en el delito de Tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin 

consentimiento vulnera la aplicación del principio de celeridad procesal?. 
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En este contexto, resulta imprescindible examinar la tensión existente entre el enfoque de 

una política criminal de carácter represivo y la vigencia de las garantías procesales propias de un 

Estado constitucional de derecho. La adopción de medidas legislativas orientadas exclusivamente 

al incremento de la severidad punitiva, sin un análisis integral de sus efectos en la dinámica 

procesal, puede generar distorsiones en el sistema de justicia penal, tales como el incremento de 

la carga procesal, la dilación indebida de los procesos y la afectación a la calidad de las decisiones 

jurisdiccionales. Por ello, el presente estudio asume una perspectiva crítica que permite evaluar si 

la restricción de beneficios procesales constituye una herramienta eficaz de prevención del delito 

o si, por el contrario, compromete la funcionalidad del sistema judicial, por este motivo, es que

hemos planteado como objetivo general “Determinar si se vulnera el principio de celeridad 

procesal la prohibición de terminación o conclusión anticipada en el delito de tocamientos, actos 

de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento” y como objetivos específicos “ 

Describir doctrinariamente la configuración del delito de tocamientos, actos de connotación sexual 

o actos libidinosos; analizar el principio de celeridad procesal desde la perspectiva penal; explicar

la importancia de la aplicación de los mecanismos de simplificación procesal como son la 

terminación anticipada y la conclusión anticipada e identificar si el legislador al momento de 

incorporar el artículo 5° de la Ley N° 30838 “Ley que modifica el código penal y el código de 

ejecución penal para fortalecer la prevención y sanción de los delitos contra la libertad e 

indemnidad sexuales”, consideró el principio de celeridad procesal”. 

De este modo, la investigación adquiere relevancia en la medida en que propone una 

reflexión orientada a la armonización entre los fines de la política criminal y los principios que 

rigen el proceso penal. Por esa razón, se busca no solo identificar las deficiencias normativas 

existentes, sino también plantear la necesidad de una revisión legislativa que permita restablecer 
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el equilibrio entre la protección de la víctima, la garantía de los derechos del imputado y la 

eficiencia del sistema de justicia. De esa manera, se pretende aportar al desarrollo de un modelo 

procesal más coherente, garantista y acorde con los estándares constitucionales vigentes. 

A efectos de garantizar una exposición sistemática y metodológicamente coherente la 

presente investigación se encuentra estructurada en tres capítulos. El Capítulo I comprende el 

“diseño teórico”, en el cual se delimitan los fundamentos doctrinales y dogmático-penales, en 

cuanto al delito de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin 

consentimiento, la terminación anticipada, la conclusión anticipada, y el principio de celeridad 

procesal, así como los antecedentes normativos y jurisprudenciales, de igual forma el marco 

conceptual que sustenta la problemática objeto de estudio, con especial énfasis en la discusión 

entre el principio de celeridad procesal y las restricciones legales a las salidas alternativas en 

delitos de naturaleza sexual. Seguidamente en el Capítulo II se centra en detallar el “marco 

metodológico” de la investigación, en el cual se establece que la presente tesis responde a una 

investigación de tipo básica, sustentada en un diseño descriptivo-explicativo que permite 

identificar, caracterizar y analizar la problemática jurídico-penal planteada. Asimismo, la 

investigación se desarrolla bajo un enfoque cualitativo, en tanto que prioriza la comprensión e 

interpretación de los fenómenos normativos, doctrinales y jurisprudenciales que confluyen en la 

materia objeto de estudio; de igual forma se detallan las técnicas e instrumentos de recolección y 

análisis de información empleados en el Distrito Judicial de Lambayeque, los cuales han sido 

seleccionados atendiendo a criterios de pertinencia, rigor científico y coherencia con la naturaleza 

jurídica de la investigación. En el Capítulo III, titulado “resultados y discusión”, abordaremos la 

contrastación de los hallazgos obtenidos con las entrevistas efectuadas a los expertos, lo que ha 

permitido establecer una valoración ante la prohibición de aplicar mecanismos de simplificación 
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procesal en el delito bajo análisis. Finalmente, se presentan las conclusiones, mediante las cuales 

se sintetizan los aportes de la investigación y se formulan recomendaciones derivadas del análisis 

realizado. 
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CAPITULO I. DISEÑO TEÓRICO 

1.1.ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN: 

Con la finalidad de lograr un estudio apropiado del planteamiento del problema se 

consideró buscar y realizar referencias de investigadores que hayan expresado y descrito en sus 

trabajos ideas relacionadas con el tema que estaremos abordando, de lo cual se obtuvo algunos 

hallazgos que a grandes rasgos servirán como guía para una mejor comprensión, en virtud de ello, 

se describen a continuación: 

Citaremos la tesis realizada por el abogado Gonzales Claudio, Juan Miguel (2022), 

presentada para obtener el grado académico de Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal, 

titulada: “DESIGUALDAD ANTE LA LEY E INAPLICACIÓN DE LA CONCLUSIÓN 

ANTICIPADA EN LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL – PERÚ (2021)”, 

llegando como conclusión general: 

Se ha determinado que se afecta el derecho de igualdad ante la ley por inaplicar el beneficio 

premial denominado conclusión anticipada en los delitos contra la libertad sexual, debido a que, 

la gran mayoría de los encuestados son abogados litigantes e incluso fiscales y jueces quienes no 

se encuentran de acuerdo con inaplicar este beneficio premial, pues indican que no existe una 

política criminal adecuada para prohibir este instituto jurídico procesal penal, que evidentemente 

favorece a la disminuir de la pena concreta en delitos contra la libertad sexual. (pág. 60).  

De lo puntualizado por el investigador citado, se infiere que logró establecer que prohibir 

aplicar la conclusión anticipada en los delitos de libertad sexual afecta el derecho a la igualdad 

ante la ley, además advirtió que no existe justificación para tal prohibición; más aún si no se ha 
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realizado una verdadera política criminal, de manera que guarda una relación con el desafío de la 

presente investigación dado que el enfoque está dirigido a buscar una respuesta de porque no se 

valoró la importancia de aplicar este mecanismo de simplificación procesal, e identificar si se 

vulnero el principio de celeridad procesal y establecer si corresponde en razón a la crítica, realizar 

alguna modificación legislativa o de tipo jurisdiccional. 

 

Así mismo, mencionaremos la tesis del abogado Mesaray Zea, Yeltsin (2023) elaborada 

para obtener el grado académico de Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal, titulada 

“IMPROCEDENCIA DE APLICACIÓN DE TERMINACIÓN ANTICIPADA EN DELITOS 

CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL Y LA DISCRIMINACIÓN DEL PRINCIPIO DE 

IGUALDAD, 2022.”, quien arribó como conclusión general la siguiente: 

Primera: Como primera conclusión se tiene que dentro de su ordenamiento jurídico la 

denominada figura terminación anticipada es considera como un medio idóneo y célere el cual 

tiene la finalidad de culminar un proceso sin llegar a una etapa juzgamiento. La improcedencia de 

la terminación anticipada en delitos específicos aquellos comprendidos en los Capítulos IX, X y 

XI son una clara violación a un principio constitucional el cual taxativamente en el articulado 2 

literal 2) indica la igualdad ante ley, de manera que, toda persona que comprende una sociedad 

demócrata tiene derecho a ser juzgado y tratado conforme la ley y dentro de marco del derecho 

penal legal, justo y legítimo, por lo tanto, la aplicación de una norma legal debe ser ejecutado y 

sancionado de manera uniforme, pese a situación jurídica que se encuentre, todo ello, conforme a 

ley lo determine y dentro de un marco normativo. (pág. 42) 

Dentro de este orden, lo detallado por el investigador nos indica que ha logrado establecer 

que la terminación anticipada siempre será el medio más idóneo y rápido para concluir un proceso, 
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sin la necesidad de llegar a la etapa de juicio, en consecuencia, dicha postura tiene relación con la 

presente investigación porque se logra inferir que considera que al ser un medio rápido e 

implícitamente está refiriéndose al principio de celeridad procesal, es allí donde entraremos a 

realizar un análisis más detallado de cómo influye en el desarrollo de un proceso penal, más aún 

si la investigación del ilícito penal versa en los delitos contra la libertad sexual los cuales en su 

mayoría son clandestinos. 

De igual importancia, es pertinente citar la tesis del bachiller Orellana Castillo, Mario 

Grover (2018) realizada para obtener el grado académico de Maestro en Derecho y Ciencias 

Políticas Mención: Ciencias Penales y lleva por título: “LA TERMINACIÓN ANTICIPADA EN 

EL DESCONGESTIONAMIENTO DEL SISTEMA JUDICIAL Y CELERIDAD EN LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA EN EL DISTRITO JUDICIAL DE JUNÍN, por lo que, arribo 

a una conclusión importante que a continuación se detalla:  

La finalidad del Proceso Especial de Terminación Anticipada es reducir los plazos 

procesales respecto a lo que ocurre en el procedimiento ordinario. El criterio de economía procesal 

que inspira el proceso especial de terminación anticipada, tiene como sustento el acuerdo entre el 

imputado y el fiscal, dicho acuerdo versa sobre la pena, la reparación civil y las demás 

consecuencias accesorias. (pág. 176) 

De lo señalado, el investigador ha logrado demostrar que la finalidad del proceso de 

terminación anticipada es reducir la duración del proceso penal, tomando en consideración el 

principio de economía procesal y este se refleja entre los acuerdos que se realiza entre los sujetos 

procesales involucrados, en tal sentido, dicha conclusión tiene una estrecha relación con el objetivo 
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de la presente investigación que tiene como fin ampliar el enfoque buscando un resultado que 

permita establecer si existe una vulneración del principio de celeridad procesal.  

 

Finalmente, citaremos la tesis del abogado Lozano Zúñiga, Edgard Alexander (2024) 

presentada para obtener el grado académico de Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal, 

titulada: ANÁLISIS CRÍTICO DE LA APLICACIÓN DE LA TERMINACIÓN ANTICIPADA, 

ATE,2022, quien arribo a la siguiente conclusión;  

PRIMERA: El análisis crítico para la aplicación de la terminación anticipada configura 

aspectos múltiples como la capacidad de resolución de casos, el cumplimiento del principio de 

consenso de las partes y la imposición responsable de una pena, reparación civil y demás 

consecuencias accesorias. En ese sentido se concluye que para la aplicación de la terminación 

anticipada es obligatorio el cumplimiento de los principios que la sustentan, la presencia de un 

representante del Ministerio Público con la capacidad de recabar y sustentar la información 

pertinente para la solicitud del mecanismo; y de la naturaleza, causal y pruebas plenarias que 

configuren la implicancia del delito. (pág. 47) 

Desde el punto de vista del investigador, a través de esta conclusión destaca la necesidad 

de aplicar el proceso de terminación anticipada debido a que se relaciona con el principio de 

conceso para la resolución de casos, en consecuencia, aquí se hace hincapié en el mutuo acuerdo 

entre los sujetos procesales, lo cual resulta de vital importancia, debido a que nos centraremos en 

realizar un análisis de los principios que se involucran e interrelacionan  con éste proceso de 

terminación anticipada.  
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1.2 BASES TEÓRICAS:  

 

1.2.1. DELITO DE TOCAMIENTOS, ACTOS DE CONNOTACIÓN SEXUAL O 

ACTOS LIBIDINOSOS. 

 

1.  TIPO PENAL:  

El delito de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin 

consentimiento, ha sido en la legislación nacional constantemente modificado 

buscando como finalidad proteger a la víctima, situación por la cual el legislador se ha 

visto forzado de incorporar verbos rectores, modalidades y hasta sanciones más 

drásticas, es así que, a través de la promulgación de la Ley N° 30838 “ Ley que modifica 

el código penal y el código de ejecución penal para fortalecer la prevención y sanción 

de los delitos contra la libertad e indemnidad sexuales”, de fecha 04 de agosto de 2018, 

la redacción del delito antes señalado, es el siguiente:  

Artículo 176.- Tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos 

sin consentimiento: El que sin propósito de tener acceso carnal regulado por el 

artículo 170, realiza sobre una persona, sin su libre consentimiento, tocamientos, actos 

de connotación sexual o actos libidinosos, en sus partes íntimas o en cualquier parte 

de su cuerpo será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor 

de seis años. 

Si el agente realiza la conducta descrita en el primer párrafo, mediante 

amenaza, violencia, o aprovechándose de un entorno de coacción o de cualquier otro 

que impida a la víctima dar su libre consentimiento, o valiéndose de cualquiera de 
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estos medios obliga a la víctima a realizarlos sobre el agente, sobre sí misma o sobre 

tercero, la pena privativa de libertad será no menor de seis ni mayor de nueve años. 

La tipificación del delito de tocamientos y actos de connotación sexual sin 

consentimiento, ha tenido un significativo avance importante en la legislación penal 

peruana, la cual se ha visto reflejada en umbrales de protección más allá de formas extremas 

de violencia, basta que el hecho se suscite sin consentimiento de la víctima, en donde 

deberá darse la existencia de un contacto corporal, en términos de política criminal, 

favorece la protección de la libertad sexual de las personas con estándares contemporáneos 

de derechos humanos y de género, en donde su impacto real depende de una aplicación 

judicial competente, la cual deberá también analizarla desde el contexto en la que se 

produzca. Por ello, resulta pertinente realizar el análisis de su configuración  

2. ELEMENTOS OBJETIVOS DEL TIPO PENAL:

2.1. TIPICIDAD OBJETIVA: 

2.1.1. Bien Jurídico 

En cuanto al bien jurídico protegido, el profesor Peña (2019), refiere que la 

protección de este tipo penal es:  

“La libertad sexual entendida esta como el libre derecho a la autodeterminación 

sexual, y el impedir la intromisión de terceros en esta esfera privada; el libre 

desenvolvimiento de la esfera sexual, impidiendo la realización de actos libidinosos, 

que sin suponer acceso carnal sexual pueden afectar notablemente la reserva sexual de 

la víctima y su dignidad inherente”. (pág. 584). 
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En otras palabras, el citado profesor señala que la libertad sexual es un derecho 

fundamental que reconoce la capacidad de una persona para autodeterminarse en el 

ámbito de la sexualidad, que de verse afectado causaría un grave daño de manera 

relevante en la reserva sexual y la dignidad inherente de las personas víctimas. 

También es preciso señalar el criterio de los integrantes de la Sala Penal Transitoria 

de Lambayeque (2021), quienes en la Sentencia Casacional considerando décimo, han 

precisado en referencia al bien jurídico lo siguiente:  

“DÉCIMO. En cuanto al bien jurídico protegido, que tiene relación con lo que es 

objeto del interés casacional, en el tipo base de actos contrarios al pudor (primer párrafo, 

artículo 176, del CP), al igual que el de violación sexual al que se remite (artículo 170 del 

CP), es la “libertad sexual”. Lo que se protege es la autodeterminación sexual, conforme 

con la cual la persona es libre de tomar sus propias decisiones para ejercer su sexualidad 

sin influencias o interferencias externas de cualquier tipo. (Casación N.° 555-2018, 2021). 

De modo que, de las posturas antes referidas, se infiere que el objeto de protección 

jurídica es la “libertad sexual”, entendida ésta como la capacidad del ser humano de realizar 

su autodeterminación sexual, dicho de otra manera, de decidir desarrollarse de manera libre 

y autónoma prohibiendo de esta manera que un tercero interfiera pretendiendo realizar 

actos abusivos que impacten en esta esfera personal.   

En la presente casación, ha quedado sentado la definición del bien jurídico 

protegido el cual no es más que, la libertad sexual, la cual en términos sencillos es cuando 
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el ser humano al ser libre y autónomo elige la decisión del desarrollo y el disfrute de su s 

autodeterminación sexual con consentimiento.  

2.1.2. Los sujetos: 

En cuanto a los sujetos del delito son aquellas personas que se encuentran 

vinculados a la realización de la comisión de un ilícito penal, y estos se van a identificar de 

acuerdo a forma que se encuentren en la redacción de la ley para cada tipo de delito. 

Dándose una clasificación entre sujeto activo y sujeto pasivo. 

2.1.2.1. Sujeto activo: 

Entendiéndose al sujeto activo, como la persona que realiza la acción del ilícito 

penal, esta afirmación también la comparte el profesor Salinas (2018), quien señala que “El 

sujeto activo puede ser cualquier persona sea varón o mujer, el tipo penal no exige alguna 

cualidad o condición especial. Se trata de un delito común o de dominio” (pág. 1078). Es 

decir, el sujeto activo del tipo penal de tocamientos puede ser cualquier persona, no importa 

el sexo del individuo, debido que este tipo penal no presenta una cualificación especial. 

2.1.2.2. Sujeto pasivo: 

Concerniente al sujeto pasivo, desde la opinión del profesor Salinas (2018), 

manifiesta que: (…) “puede ser cualquier persona, sea hombre o mujer con la única 

condición específica que sea mayor de catorce años de edad.” (pág. 1078). 

Adicionalmente a dicha definición, existe un criterio muy acertado del profesor 

Peña (2019), quien sostiene que el sujeto pasivo: (…) “puede serlo también la persona 

dedicada al meretricio, quien no es objeto, sino sujeto de derechos, por lo que tiene el 

derecho de rechazar tocamientos corporales no deseados; y de igual forma la esposa o 

marido(concubinos)” (pág. 587). 
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Entonces se puede afirmar que el sujeto pasivo de este tipo penal, puede ser 

cualquier persona y no interesa el oficio al que se dedique o su condición de relación que 

tenga con el sujeto activo, es decir si comparte lazos maritales, como el de ser esposos se 

lesiona de igual medida el bien jurídico protegido. 

2.1.3. Modalidades: 

El delito analizado, tiene consigo la posición mayoritaria de la doctrina que 

considera que para la configuración del ilícito penal se darán bajo tres modalidades las 

cuales son: 

2.1.3.1. Primera modalidad: 

Postura que es compartida por el profesor Salinas (2018), quien alude que: 

“Cuando el agente por medio de la violencia o amenaza realiza sobre la víctima 

tocamientos indebidos en sus partes íntimas o actos libidinosos, lascivos, lúbricos, 

eróticos, lujuriosos e impúdicos” (pág. 1070). 

Posteriormente ante las reformas legislativas, se ha realizado la abreviación 

del empleo de los términos de violencia o amenaza, por lo que, el profesor Peña 

(2019), indica que se configurará: “a) Cuando el autor ejecuta tocamientos 

impúdicos sobre la esfera corporal del sujeto pasivo” (pág. 587). 

En ese sentido, se sostiene que la primera modalidad consistencia en una 

acción de violencia o amenaza, la cual conlleva al sujeto activo a ejecutar la acción 

de manera impúdica dirigido a la corporalidad de su víctima. 
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2.1.3.2. Segunda modalidad: 

En opinión del profesor Peña (2019), considera que la segunda modalidad 

es: “b) cuando el autor obliga a la víctima a realizar tocamientos sobre partes de su 

propio cuerpo, mediante violencia o amenaza”. (págs. 587-588). 

De manera semejante se tiene el punto de vista de Salinas (2018), quien 

menciona que: “La segunda modalidad se configura cuando el agente con la 

finalidad de solo observar y de esa forma, satisfacer su lujuria, obliga a la víctima 

a realizarse a sí misma tocamientos indebidos o actos libidinosos o eróticos. (pág. 

1070). 

Es decir, la segunda modalidad se logra cuando el sujeto activo obliga a que 

la propia víctima realice tocamientos indebidos en su mismo cuerpo, con el fin de 

satisfacer sus deseos lujuriosos, con la sola observación del acto, el sujeto activo 

estaría incurriendo en el ilícito penal de tocamientos. 

2.1.3.3. Tercera modalidad: 

Y como tercera modalidad tal como lo expresa Peña Cabrera Freyre, Alonso 

Raúl (2019), quien indica que se configurará: “c) cuando el autor obliga a su víctima 

a realizar o ejecutar tocamientos a un tercero, los cuales pueden suponer actos 

recíprocos (tanto heterosexuales como homosexuales). (pág. 5588)     

De igual forma, a juicio del profesor Salinas (2018), refiere que: 

“La tercera modalidad se configura cuando el agente obliga que la víctima 

realice o efectúe tocamientos indebidos o actos lujuriosos en el cuerpo de un tercero 
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que se encuentra en la escena del delito. Estaremos ante esta modalidad delictiva 

cuando, por ejemplo, el agente, haciendo uso de la amenaza con arma de fuego 

obligue a su víctima a tocar y acariciar los genitales de un tercero que allí se 

encuentra. El tercero, muy bien, puede dejarse realizar voluntariamente los 

tocamientos, o también puede estar obligado a dejarse tocar. En el primer caso, el 

tercero será partícipe del delito, mientras que, en el segundo supuesto, el tercero 

también será víctima”. (págs. 1070-1071).  

La tercera modalidad implica que el sujeto pasivo realice los tocamientos 

indebidos a un tercero, esto es debido a que es obligado, el tercero al dejarse tocar 

por el sujeto pasivo puede tener dos condiciones la primera de víctima, la cual no 

es su consentimiento que lo toquen y la segunda de participar, el cual deja ser tocado 

sin buscar algún rechazo por el contrario colabora con el sujeto activo para que 

satisfaga su deseo. 

 

2.1.4. Comportamientos típicos:  

2.1.4.1. Concepto de tocamientos indebidos:  

Como plantea Salinas (2018), citando a la concepción de “Bramont- Arias 

y García Cantizano, quien considera “actos contrarios al pudor es todo tocamiento 

lúbrico somático que ha de recaer sobre el cuerpo del sujeto pasivo con el fin de 

satisfacer el apetito sexual del sujeto activo, por ejemplo, palpación, tocamientos, 

manoseos de las partes genitales” (pág. 1071). 
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Por otro lado, Peña (2019) citando a Tenca considera que:  

“En el delito de abuso sexual por tocamientos de glúteos afirma, la acción 

aparece como expresión de un desprecio de la condición de mujer como sujeto de 

una acción sexual para la cual tienen plena libertad de elección, para aceptar o 

rechazar una acción de significado sexual sobre su cuerpo, y no puede encontrarse 

en ella otra motivación de la futilidad. “El tocamiento sorpresivo es aquel en el cual 

el autor no utiliza violencia alguna, sino que, por el contrario, se vale del descuido 

de la víctima para llevar adelante el roce o tocamiento inverecundo. (pág. 596) 

Es decir, el concepto de tocamiento indebido recae sobre la negativa del 

sujeto pasivo para permitir la interacción, tomando en consideración además que no 

sólo basta con la manifestación del consentimiento, sino que también el sujeto 

activo incurre el hecho penal cuando lo realice a descuido de la víctima sin que este 

pueda tener una percepción del contexto o de la realidad que se encuentre. 

2.1.4.2. Concepto de actos de connotación sexual:  

Como señala VALLE ODAR, Frank, el término de conductas con 

connotación sexual postula que “son aquellas relativas a la actividad sexual (coitos, 

tocamientos, etc.), pero también aquellas que, sin tener ese significado, por el 

contexto y la forma en la que se realizan, se les otorga un sentido de carácter sexual 

(gestos obscenos, por ejemplo). (pág. 26). 

 

A la fecha no existe una definición establecida con respecto al término de 

actos de connotación sexual, sin embargo, se extrae una concepción lata del Decreto 
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Legislativo N° 1410, publicado el 12 de septiembre de 2018, debido a que en el 

artículo 6 se hace referencia a dicho término, en donde se señala lo siguiente:  

c) Uso de términos de naturaleza o connotación sexual o sexista (escritos o 

verbales), insinuaciones sexuales, proposiciones sexuales, gestos obscenos o 

exhibición a través de cualquier medio de imágenes de contenido sexual, que 

resulten insoportables, hostiles, humillantes u ofensivos para la víctima. 

En ese sentido se puede apreciar como la concepción de connotación sexual 

hace referencia a toda acción que denigre a la víctima, este dispositivo legal deja 

una interpretación abierta sobre todo a las cualidades que lo describen como 

insoportable, hostiles, humillantes u ofensivas, desde un ángulo deontológico la 

percepción de la víctima puede ver como insoportable muchas acciones, en otras 

palabras no se debería considerar un dispositivo legal donde permita que según la 

realidad de la víctima se sienta afectada, debiendo tener una fórmula jurídica 

limitante sobre la percepción de la víctima.  

Por otro lado, también se tiene la definición realizada por Valle Odar, Frank 

Carlos et al (2020) en donde se indica que los actos de connotación sexual son:  

“Estos actos de naturaleza verbal o sexual pueden ser las propuestas, 

comentarios o insinuaciones de carácter sexual, gestos obscenos, gestos 

insoportables, gestos ofensivos, gestos hostiles o humillantes, tocamientos 

indebidos, roces corporales, el exhibicionismo de genitales o la masturbación 

pública e incluso la exhibición de material pornográfico, los cuales puedan alterar 

el normal desarrollo de la vida cotidiana de la víctima”. (pág. 185). 
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La definición que desarrolla el profesor  Valle, permite tener con exactitud cuando 

la acción cometida constituye en un ilícito penal, y esto se ve cuando en su concepción se 

aprecia que son las acciones que alteran el normal desarrollo de la vida cotidiana de la 

víctima, esto es importante señalar debido que el tocamiento indebido no son solo acciones 

como las caricias sino como las palmadas donde el individuo se satisface con el simple 

hecho de palmar de manera fuerte a su víctima, esto en otras culturas puede considerarse 

como un correctivo al comportamiento que se desplegué de un hijo, es decir la definición 

que desarrolla el profesor del Valle permite ubicar la acción delictiva en un contexto y 

realidad, que no se vea influenciado por estándares subjetivos de la víctima, sino por el 

contrario permite que pueda ser aprecio por especialista, técnicos y peritos en las ciencias 

forenses que podrán certificas si la acción desplegado causó algún daño en el normal 

desarrollo de la vida de la víctima. 

 

2.1.4.3. Concepto de actos libidinosos:  

El profesor Peña siguiendo a Núñez expresa que:  

 “El acto libidinoso tiene un significado subjetivo impúdico y siempre posee 

aptitud para constituir un abuso deshonesto, cualquiera que sea la parte del cuerpo 

sobre que recaiga, aunque el autor no logre la satisfacción de su sexo”. (…) 

constituyen actos libidinosos: “palmoteo de las piernas; tocamiento de los órganos 

genitales; cualquier tocamiento obsceno; meter las manos por debajo de los 

vestidos; palmoteos y besos; manoseo de los senos, aún sobre los vestidos; acariciar, 

besar y manosear” (pág. 591) .  
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2.1.5. Medios: 

2.1.5.1.Consentimiento:  

Desde la posición de Rodríguez & Valega (2023), en referencia al consentimiento, 

indican lo siguiente:   

(…) Si la víctima no ha brindado su asentimiento a la interacción sexual y la 

persona perpetradora no ha respetado aquello, se estaría ante el empleo de este medio 

comisivo. Ello porque la persona agresora se estaría aprovechando de un entorno en el que 

la disposición del derecho a la libertad sexual de la víctima no se encuentra presente (…). 

(pág. 318). 

De ello, se infiere que la incorporación del término consentimiento se dará por 

sentado cuando se haya expresado libremente su voluntad de manera verbal o no verbal de 

participar de conductas sexuales; de realizar actos contrarios se estaría ante la vulneración 

de dicho término.  

 

2.1.5.2. Violencia:  

La violencia (vis absoluta) ejercida sobre la víctima debe ser física, efectiva y estar 

causalmente conectada con el ilícito acto impúdico que pretende configurar; de suficiente 

intensidad y envergadura para poder doblegar los mecanismos de defensa de la víctima, se 

requiere, entonces, de una violencia lo suficiente para allanar los obstáculos que pueda 

ejercer el ofendido. Se vence la voluntad de la víctima mediante el empleo de actos de 

fuerza material que sobrepasan su resistencia. (págs. 592-593). 
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Es suficiente para que se perfeccione el tipo, que la víctima ceda como 

consecuencia de la fuerza ejercida sobre su persona; la violencia debe estar dirigida a 

doblegar la resistencia de la víctima y debe ser directa, es decir, debe ejercerse sobre su 

propia persona y esta debe ser ejercida con anterioridad al ejecución de los actos impúdicos 

o libidinosos, pues si su concreción toma lugar a posteriori, la conducta anterior es atípica, 

y la sobreviviente constitutiva de un delito de lesiones o de coacciones, de ser el caso. (pág. 

593) 

2.1.5.3. Amenaza: 

La amenaza tiene un carácter estrictamente subjetivo, esto es, causar temor a la 

víctima, pero es necesario que dicha amenaza tenga la entidad suficiente para producir tal 

estímulo, es decir, la advertencia de todo viso de carencia de aptitud de esta, para doblegar 

la voluntad del ofendido se encuentra al margen del radio de acción del tipo penal. (pág. 

594) 

2.1.5.4. Aprovechándose de un entorno de coacción o de cualquier otro que 

impida a la víctima dar su libre consentimiento: 

Es decir, falta el predicado «consentimiento» cuando a la víctima no se le haya dado 

la oportunidad de pronunciarse (su negativa). En estos casos, debe enjuiciarse 

correctamente la conducta atribuida al agente, en la medida que los rozamientos en los 

medios de transporte públicos pueden ser fortuitos o casuales (también por imprudencia), 

esto quiere decir que solo pueden ser objeto de incriminación aquellos tocamientos que son 

impulsados de forma deliberada por el agente (dolo). (pág. 597).  
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3. ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO PENAL: 

3.1.  TIPICIDAD SUBJETIVA: 

A juicio del profesor Salinas citando a Bramont-Arias Torres y García Cantizano 

señala que: 

“Se requiere necesariamente el dolo, es decir, la conciencia y voluntad de realizar 

actos contrarios al pudor, con exclusión del propósito de practicar el acto sexual u otro 

análogo, es decir, de violar, lo que permite distinguir un acto contrario al pudor de una 

tentativa de violación”. (pág. 1085).  

 

1.2.2. PRINCIPIO DE CELERIDAD PROCESAL. 

En el proceso penal constantemente se viene realizando incorporación de reformas 

legislativas, con la finalidad de que exista una mayor simplicidad y una adecuada protección de 

garantías tanto en el imputado como en la agraviada, para evitar de esta manera que exista una 

demora innecesaria y que se tenga que cumplir con actuaciones inútiles que solo perjudicarían a 

obtener una justicia pronta y eficaz. Por ello, como investigadores se ha podido advertir que el 

principio de celeridad es esencial en el desarrollo de una investigación o cuando estamos frente a 

la etapa de juicio, por lo que, resulta pertinente fomentar la consideración y el empleo de ello para 

así poder ayudar al sistema no solo pretendiendo tener el objetivo de lograr una eficacia procesal 

si no ir más allá de ello, que los procesos penales sean eficientes, teniendo una relación directa con 

los principios de economía procesal y la tutela de derecho al plazo razonable.  

Siendo está relación con los principios antes descritos que aseguran un viable sistema de 

justicia en el país, teniendo además las partes involucradas la resolución del conflicto penal en un 
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plazo breve, garantizando un resultado mucho más beneficio a un menor costo de tiempo y empleo 

de logística. 

1. ANTECEDENTES  

El actual sistema procesal penal peruano, ha traído consigo una serie de cambios, 

siendo uno de ellos el principio de celeridad procesal el cual ayuda a evitar que el sistema 

de justicia se involucre en un proceso penal de demoras y ello tendría un impacto negativo 

en los derechos fundamentales de los ciudadanos. Como bien lo señalaba el filósofo 

SENECA en su frase “Nada se parece tanto a la injusticia como la justicia tardía”.  

Es así que, ante la promulgación de la Ley 28117 “Ley de celeridad y eficacia 

procesal penal”, se pretende realizar grandes cambios en el proceso penal como es la 

urgencia y validez en el proceso penal.  

2. CONCEPTOS  

Como señala Sánchez (2004), el principio de celeridad procesal es:  

“Un principio dirigido a la actividad procesal, sea del órgano jurisdiccional como 

del órgano fiscal, a fin de que las diligencias judiciales se realicen con la prontitud debida, 

dejando de lado cualquier posibilidad que implique demora en el desarrollo y continuidad 

del procedimiento. Desde la perspectiva del justiciable o de las partes en general, puede 

invocarse el mismo principio aun cuando es posible su exigencia a título de derecho, del 

derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (pág. 286). 

El propósito de este principio es que los sujetos procesales tengan una solución 

pronta, además de contribuir al descongestionamiento de la carga procesal para así evitar 

expedientes acumulados. 
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3.  PRINCIPIO DE CELERIDAD EN RELACIÓN CON OTROS PRINCIPIOS 

 3.1. DEFINICIÓN DE RELACIÓN DE PRINCIPIOS: 

A juicio de Caro (2006) el principio de celeridad procesal es:   

El denominado principio de aceleración o de celeridad del procedimiento es otro de 

los principios que conforman la sucesión temporal de los actos procesales. Presenta, en la 

actualidad tres importantes manifestaciones: a) desde el punto de vista de la legalidad 

ordinaria, la celeridad ha de obtenerse mediante la adecuada combinación de los principios 

de preclusión, eventualidad y concentración del procedimiento; b) desde la legislación 

constitucional, es un auténtico derecho fundamental el que todo ciudadano tiene “a un 

proceso sin dilaciones indebidas”, y c) desde la política legislativa, al haberse convertido 

el principio de celeridad, junto con el de eficacia, en uno de los postulados de la justicia 

social contemporánea, ha de informar las sucesivas reformas legislativas. (pág. 1041) 

En definitiva, se indica que el principio de celeridad puede manifestarse de tres 

formas, primero influyendo en la rapidez de los procesos lo que involucra tener en 

consideración los principios de preclusión, eventualidad y concentración en el 

procedimiento. En segundo lugar, influye en los derechos de todos los ciudadanos debido 

a que merecemos un proceso sin retrasos injustificados. Y por último el principio de 

celeridad se relaciona directamente con la eficacia, se ha convertido en uno de los pilares 

de la justicia social. 

3.2. PRINCIPIO DE CELERIDAD PROCESAL Y ECONOMÍA PROCESAL 

Desde el punto de vista Rosas (2009), con respecto al principio de celeridad 

procesal menciona que existe una estrecha relación con el principio de economía procesal, 

es en ese sentido que refiere lo siguiente:  
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Paralelo al principio de celeridad procesal se encuentra el principio de economía 

procesal, resultado o consecuencia de la primera, vale decir, que, si no hay celeridad en el 

proceso penal, entonces la dilación o demora va a resultar más oneroso no solamente para 

los sujetos procesales sino también significa una carga presupuestaria para el Estado. Pero 

lo importante, es que procesado y agraviado no sientan el peso que implica conllevar un 

proceso penal. (pág. 143) 

3.3. LA CELERIDAD PROCESAL Y LA TUTELA DEL DERECHO AL PLAZO 

RAZONABLE. 

Es menester mencionar que el principio de celeridad procesal no ha dejado de ser 

mencionado por órganos judiciales superiores, puesto que, mediante la Sentencia del 

Tribunal Constitucional N° 1816-2003-HC/TC de fecha 20 de abril del año 2004, se ha 

establecido lo siguiente: 

La celeridad procesal constituye una de las manifestaciones del derecho al debido 

proceso, y como tal exige que los actos procesales se realicen sin dilaciones indebidas, es 

decir, en un tiempo razonable que evite que se produzca indefensión o perjuicio de los 

procesados debido a la demora en la celebración o conclusión de las etapas procesales. 

(Tribunal Constitucional del Perú, 2004). 

Teniendo en cuenta lo considerado por el tribunal constitucional se resume que el 

principio de celeridad se presenta también como un derecho constitucional, debido que 

señala que todo proceso debe de desarrollarse sin retrasos injustificados, es decir, todo 

dentro de un plazo razonable.  
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1.2.3. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y CONCLUSION ANTICIPADA 

Es necesario la simplificación de todo proceso, cuando el investigado sume su 

responsabilidad, el autor (Rojas Medina, 2025) señala que: “…Esta es la opción más idónea para 

obtener la justicia que tanto ansían las partes, pero, para lograr eso, se debe hacer un cambio en la 

mentalidad de los operadores jurídicos, porque, de seguir con su convicción de judicializar todas 

las conductas, solo se logra el colapso del sistema con una carga procesal interminable”. (Pág. 99)  

Entonces se puede se debe afirmar que el continuar con una continuidad de judicializar 

todas las denuncias por tocamientos indebidos, en palabras del autor se estaría aumentando la carga 

procesal en los juzgados, haciendo que estos en algún momento colapsen debido que se debe tener 

en cuenta todo lo que implica la continuidad de un proceso como son las etapas de las diligencias 

preliminares, intermedia, la de juzgamientos y las impugnatoria, por esa razón que se debe 

considerar los mecanismos de simplificación procesal como son la terminación y conclusión 

anticipada.  

1) TERMINACION ANTICIPADA 

1.1.  ANTECEDENTES:  

Según la doctrina peruana, se dice que el surgimiento del proceso de terminación 

anticipada se manifiesta a consecuencia de lo reglamentado en estado norteamericano, el 

cual tiene nombre “el plea bargaining norteamericano”; por otra parte en Italia a través de 

los Códigos de Procedimientos Penales éste proceso se le denominó “El patteggiamento 

italiano”; posteriormente llega a Latinoamérica en el país de Colombia en donde se le 

nombró  como “Preacuerdos y negociaciones colombianos”, en ese sentido es pertinente 

definir cada uno de ellos: 
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1.2.EL PLEA BARGAINING NORTEAMERICANO: 

Según Reyna (2007) con respecto al proceso denominado “El plea bargaining 

norteamericano”, conforme a diferentes concepciones ha llegado a la conclusión que:  

El plea bargaining es el acuerdo negociado norteamericano. Es una suerte de 

transacción judicial previa al inicio del juzgamiento en la medida que los sujetos procesales 

involucrados (Ministerio Público y acusado) se otorgan recíprocas concesiones: el 

imputado negocia el reconocimiento de su culpabilidad y el Ministerio Público negocia una 

posible reducción considerable de la pena. (pág. 131).  

 

Por otro lado, Beatriz Sanjurjo Rebollo, refiere que el Plea Bargaining de la 

tradición jurídica anglosajona es: “la posibilidad de concluir un proceso penal tras una 

negociación entre el Fiscal y la defensa, ratificada posteriormente por el operador judicial”. 

(pág. 250). 

 

Así también, Barona Vilar, Silvia, explica que el Plea Bargaining: 

Es definido como aquel procedimiento de definición de un proceso penal medido 

entre la acusación y la defensa mediante un acuerdo (agreement) sobre las condiciones a 

las que se subordina la declaración de culpabilidad. Es decir, el acto mediante el que el 

imputado admite su culpabilidad, conformándose con el cargo o los cargos que se le 

imputan, a cambio de una reducción de la condena o de alguna concesión del estado. (pág. 

53) 
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1.3. PATTENGIAMENTO 

Teniendo en cuenta a Doig (2006) define al “Pattengiamento” como:   

Es concebido como un procedimiento especial en el cual el Imputado y el 

Ministerio Público solicitan al Juez que, tras el reconocimiento de la 

responsabilidad penal por el delito, imponga la pena prevista en el Código Penal 

reducida en un tercio. Se trata de un mecanismo premial, en virtud del cual el 

imputado, no sólo obtiene una reducción de la pena, sino que también podrá 

disfrutar de otros beneficios. (pág. 107). 

1.4. PREACUERDOS Y NEGOCIACIONES COLOMBIANOS 

El proceso de terminación anticipada estuvo reglamentado el artículo 37 del Código 

de Procedimientos Penales de 1991 de Colombia, sin embargo, posteriormente en el año 

2004 no se considera éste proceso, por el contrario se reguló un capítulo único del articulo 

348 al 354 donde se hacía referencia a “Los Preacuerdos y Negociaciones entre la Fiscalía 

y el Imputado o Acusado”, el cual tenía como objetivo humanizar la actuación procesal y 

la pena, para así obtener pronta y cumplida justicia, activar la solución de los conflictos 

sociales que genera el delito, propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados 

con el injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso, la Fiscalía 

y el imputado o acusado podrán llegar a preacuerdos que impliquen la terminación del 

proceso 

De acuerdo a Neyra (2010) ha señalado lo siguiente:  

La terminación anticipada tiene sus orígenes en las fórmulas alternativas de 

simplificación procesal, las cuales se originan en la llamada discrecionalidad fiscal propia 

del commom law estadounidense (iniciada como una práctica y luego regulada 
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jurisprudencialmente), que se fue esparciendo en el mundo luego de la Segunda guerra 

mundial y que al ser recepcionado en el sistema jurídico euro continental dio paso a figuras 

como el pateggiamento italiano, el absprache alemán o la conformidad española, las cuales 

informan instituciones tales como el proceso abreviado chileno, la terminación anticipada 

colombiana y la peruana. (pág. 465). 

Por su parte, Sánchez (2006), respecto de la terminación anticipada, sostiene que: 

Este proceso aparece como un mecanismo de simplificación del procedimiento, 

acorde con las nuevas corrientes doctrinaria y legislativas. Se basa en el llamado derecho 

penal de transacción que busca, mediante una fórmula de consenso o acuerdo, evitar el 

periodo de la instrucción y los juzgamientos innecesario y costosos sentenciándose 

anticipadamente (…). (pág. 183).   

1.5. CONCEPTO:  

Neyra (2010) con respecto al concepto de terminación anticipada ha señalado que 

“El proceso de terminación anticipada es un proceso especial y una forma de simplificación 

procesal que se sustenta en el principio del consenso, es además uno de los principales 

exponentes de la justicia penal negociada.” (pág. 464).  

 

Por su parte Taboada (2009), señala lo siguiente:  

El Proceso Especial de Terminación Anticipada puede ser conceptuado como una 

institución consensual que permite la solución del conflicto jurídico - penal, en forma 

alternativa, y hasta preferente, por su rapidez y eficacia a la conclusión tradicional en un 

juicio público y contradictorio. Es una suerte de transacción previa a la etapa final de 
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juzgamiento que evidentemente contiene concesiones recíprocas, el imputado negocia la 

admisión de culpabilidad y el fiscal negocia una reducción de pena. (pág. 33). 

 

Citando el Libro de Jurisprudencia sobre Aplicación del Nuevo Código Procesal 

Penal, (2012), se ha considerado una definición realizada por el tribunal constitucional a 

través de expediente 5380-2008-PH/TC, de fecha 13 de abril de 2009, tramitados en el 

proceso constitucional de habeas corpus, que dice:  

La terminación anticipada es comprendida como el consenso al cual arriban las 

partes fiscal e imputado, principalmente, por lo que le es exigible a estos la buena fe 

procesal, ya que esta institución jurídica no puede ser usada como un instrumento para 

eludir la privación de la libertad. (pág. 356). 

 

1.6.OBJETIVO DE LA TERMINACIÓN ANTICIPADA:  

El Escritor Neyra (2010), ha señalado lo siguiente:  

El objetivo característico de la mayoría de estos procesos especiales como es el 

descongestionamiento de los Juzgados, al suprimirse el juicio oral, gracias al acuerdo al 

que llegan las partes en la etapa de la investigación preparatoria, obteniendo además el 

imputado un beneficio de reducción de la pena en una sexta parte (pág. 468). 

San Martin (2020), señala:  

Este proceso pretende una mayor eficiencia de la justicia penal y atiende a razones 

de política criminal, de descongestión procesal -es, pues, una respuesta que apunta a la 

simplificación procesal y busca responder a la dilación excesiva de los procesos, con lo que 

beneficia no solo al imputado sino también a la víctima; el proceso judicial termina 
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rápidamente descongestionándose el sistema, con los efectos económicos de reducción de 

costes que ello genera a través del consenso entre acusación y defensa, y por tanto, es una 

alternativa al juicio oral. (págs. 1142-1143). 

 

1.7.NATURALEZA JURÍDICA: 

La Corte Suprema en el Acuerdo Plenario N° 5-2009/CJ-116, fundamento 6°, 

respecto a la naturaleza jurídica de esta entidad, sostuvo que “La terminación anticipada es 

un proceso penal especial y, además, una forma de simplificación procesal, que se sustenta 

en el principio del consenso. Es, además, uno de los exponentes de la justicia penal 

negociada”. (Acuerdo Plenario N° 5-2009/CJ-116, 2009, pág. 2). 

 

Según Rodríguez (2009) señala que:  

La naturaleza jurídica de la terminación anticipada se funda en el negocio jurídico 

procesal regido por criterios de transacción en virtud de los cuales las partes (acusadora e 

imputada) disponen de la pretensión penal extinguiendo el ejercicio de la acción punitiva. 

Esta relación exige pues que exista una reciprocidad en las concesiones que cada una de 

ellas propone duran te la negociación. (pág. 563). 

 

1.8. BASE LEGAL:  

En referencia a la evolución de la base legal del proceso de terminación anticipada, 

ha surgido una serie de normas jurídicas, siendo preciso mencionar la promulgación de la 

Ley N° 26320, donde se plante terminar anticipadamente el proceso en los delitos de tráfico 

ilícito de drogas, para luego también incorporar los delitos aduaneros. 
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Siendo que es fundamental comprender lo que se busca adecuarse a la evolución de 

las nuevas realidades por los que es necesario que las normativas legislativas deben de 

ajustarse para así poder lograr una mejor protección de derechos fundamentales y 

proporcionar un marco claro y preciso para la administración de justicia, por ello, el 31 de 

enero de 2006 se publicó la Ley 28671, referidas al proceso de Terminación Anticipada. 

 

1.9.DESCRIPCIÓN DEL PROCESO DE TERMINACIÓN: 

Para Pérez (2024), la incoación de este proceso especial es singular, en el sentido 

que la norma posibilita solicitarlo una sola vez, con lo que se evitan pedidos múltiples por 

parte del imputado. Se solicitará cuando se haya emitido disposición de formalización de 

la investigación preparatoria. (pág. 211). 

Podemos decir que, como primera etapa de este procedimiento, a la vez como 

requisito previo, es que la solicitud se realice posteriormente a la emisión de la disposición 

de formalización, ello no quiere decir que no pueda incoarse en el control de acusación, 

toda vez que no hay norma explicita que diga lo contrario.  

 

El proceso de terminación anticipada atraviesa diversas etapas o fases, que va desde 

la calificación de la solicitud de terminación anticipada -sin que para ello o para la 

continuación del referido proceso corresponda realizar diligencia preliminar alguna o tomar 

una declaración al imputado- [fase inicial], hasta la realización de la audiencia respectiva 

[fase principal] y la consecuente emisión de la decisión resolutoria correspondiente: auto 

desaprobatorio del acuerdo o sentencia anticipada [fase decisoria]. (Acuerdo Plenario N° 

5-2009/CJ-116, pág. 3). 
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Ahora, para determinar que etapas tiene el procedimiento de terminación anticipada, 

debemos citar el Código Procesal Penal Peruano (2004), el artículo 468° refiere en los numerales 

del 1, 2, 4, 5 y 6 que:  

 1.- A iniciativa del Fiscal o del imputado, el Juez de la Investigación 

Preparatoria dispondrá, una vez expedida la Disposición Fiscal del artículo 336° y 

hasta antes de formularse acusación fiscal, pero por una sola vez, la celebración de 

una audiencia de terminación anticipada (…). 

2.- El Fiscal y el imputado podrán presentar una solicitud conjunta y un 

Acuerdo Provisional sobre la pena y la reparación civil y demás consecuencias 

accesorias (…). 

4.- La audiencia de terminación anticipada se instalará con la asistencia 

obligatoria del Fiscal y del imputado y su abogado defensor. Es facultativa la 

concurrencia de los demás sujetos procesales. Acto seguido, el Fiscal presentará los 

cargos que como consecuencia de la Investigación Preparatoria surjan contra el 

imputado y éste tendrá la oportunidad de aceptarlos, en todo o en parte, o 

rechazarlos. El Juez deberá explicar al procesado los alcances y consecuencias del 

acuerdo, así como las limitaciones que representa la posibilidad de controvertir su 

responsabilidad. A continuación, el imputado se pronunciará al respecto, así como 

los demás sujetos procesales asistentes. El Juez instará a las partes, como 

consecuencia del debate, a que lleguen a un acuerdo, pudiendo suspender la 

audiencia por breve término, pero deberá continuar el mismo día. No está permitida 

la actuación de pruebas en la audiencia de terminación anticipada. 
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5.- Si el Fiscal y el imputado llegan a un acuerdo acerca de las circunstancias 

del hecho punible, de la pena, reparación civil y consecuencias accesorias a 

imponer, incluso la no imposición de pena privativa de libertad efectiva conforme 

a la Ley penal, así lo declararán ante el Juez debiéndose consignar expresamente en 

el acta respectiva. El Juez dictará sentencia anticipada dentro de las cuarenta y ocho 

horas de realizada la audiencia. 

 

6-. Si el Juez considera que la calificación jurídica del hecho punible y la 

pena a imponer, de conformidad con lo acordado, son razonables y obran elementos 

de convicción suficientes, dispondrá en la sentencia la aplicación de la pena 

indicada, la reparación civil y las consecuencias accesorias que correspondan 

enunciando en su parte resolutiva que ha habido acuerdo. Rige lo dispuesto en el 

artículo 398°. (Codigo Procesal Penal Peruano , 2004, págs. 299-301). 

 

A partir de ello, se puede determinar que no existe un procedimiento por etapas 

propiamente dicho  en la norma, sino que debe extraerse del artículo 468° del CPP, a través 

del cual la terminación anticipada tendría como punto de partida después de emisión de la 

disposición de la formalización de la investigación preparatoria, siendo que en esa etapa el 

fiscal o el imputado y su abogado puede solicitud ante el Juez de Investigación Preparatoria, 

de admitirse a trámite se celebra una audiencia privada, en la que el fiscal presentará los 

cargos y el imputado y su abogado podrán llegar a un consenso, al haber sido favorable el 

imputado aceptará la responsabilidad penal y civil la misma que se materializará en la 
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emisión de una sentencia condenatoria, por otro lado, de no llegar a un consenso se 

procederá con la investigación y/o tramitación correspondiente al proceso común.  

 

Es preciso mencionar que a través de la promulgación de la ley N° 32348, LEY 

QUE CREA EL SISTEMA NACIONAL DE JUSTICIA ESPECIALIZADO EN 

FLAGRANCIA DELICTIVA E IMPLEMENTA LAS UNIDADES DE FLAGRANCIA 

DELICTIVA A NIVEL NACIONAL, de fecha 23 de mayo de 2025, se ha modificado en 

algunos párrafos el artículo 468 del código procesal penal, los cuales se detallan a 

continuación:  

“(…) Artículo 468. Normas de aplicación. - Los procesos podrán terminar 

anticipadamente, observando las siguientes reglas: 1. A iniciativa del Fiscal o del imputado, 

el Juez de la Investigación Preparatoria dispondrá, una vez expedida la Disposición Fiscal 

del artículo 336º y hasta antes de formularse el auto de enjuiciamiento, pero por una sola 

vez, la celebración de una audiencia de terminación anticipada, de carácter privada. Su 

celebración no impide la continuación del proceso. Se formará, al respecto, cuaderno 

aparte. Para la celebración de la audiencia de terminación anticipada, se suspenderá la 

audiencia de control de acusación con la finalidad de no desnaturalizarla. Para efectos de 

la notificación de la terminación anticipada en esta etapa, se pone en conocimiento de las 

partes por el medio idóneo que permita un trámite célere. […] 6. Si el Juez considera que 

la calificación jurídica del hecho punible y la pena a imponer, de conformidad con lo 

acordado, son razonables y obran elementos de convicción suficientes, dispondrá en la 

sentencia la aplicación de la pena indicada, la reparación civil y las consecuencias 

accesorias que correspondan enunciando en su parte resolutiva que ha habido acuerdo. Rige 
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lo dispuesto en el artículo 398º. Sin perjuicio de ello, el juez de la investigación preparatoria 

podrá desvincularse sobre la determinación de la pena a imponer si considera que no se ha 

cumplido con los parámetros expresados en el numeral 2 del artículo 57 del Código Penal, 

para cuyo efecto podrá probar el acuerdo parcial e imponer la pena que corresponda a su 

naturaleza, debiendo motivar sus razones. […]”. 
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2) CONCLUSION ANTICIPADA 

 2.1. ANTECEDENTES:  

Según la normativa peruana, el surgimiento del proceso de conclusión anticipada 

del juicio, se manifiesta a raíz de la promulgación de la Ley n° 28008, la cual se integra 

para la aplicación respecto de los delitos aduaneros el 19 de junio de 2003; según esta, en 

su artículo 20° se establecía la conclusión anticipada del proceso por delitos aduaneros. 

Posteriormente con fecha 13 de diciembre del 2003, se promulgó la Ley n° 28122, 

la cual fue más exacta, denominándose “Ley sobre conclusión anticipada de la instrucción 

en procesos por delitos de lesiones, hurto, robo y microcomercialización de droga, 

descubiertos en flagrancia con prueba suficiente o imputados sometidos a confesión 

sincera”; vigente para el Código de Procedimientos Penales.  

Es así que, el contenido esencial de la conclusión anticipada del juicio hace 

referencia a un mecanismo de simplificación procesal amplio, por lo que, debe ser aplicado 

a todos los delitos tomando de relevancia el principio de igualdad, para así garantizar un 

proceso penal célere y sin dilaciones indebidas.  

 La Corte Suprema en el Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116, fundamento 6°, ha 

indicado que los antecedentes en la base legal de la conclusión anticipada se instauro:  

El artículo 5° de la Ley número 28122 incorporó al ordenamiento procesal 

penal nacional la institución de la conformidad, de fuente hispana. En su virtud, 

estipuló que una vez que el Tribunal de mérito inste al acusado si acepta ser autor o 

partícipe del delito materia de la acusación y responsable de la reparación civil, si 

se produce su confesión, luego de la formal y expresa aceptación de su abogado 

defensor, se declarará la conclusión anticipada del debate oral y se emitirá, en el 
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plazo correspondiente, la sentencia conformada respectiva. (Acuerdo Plenario N° 

5-2008/CJ-116, 2008, pág. 2). 

En el Perú la conformidad, es una figura procesal que tiene como objetivo lograr 

un acuerdo entre el acusador y el acusado. Este acuerdo, conforme a la Ley N° 28122, 

implicará realmente una adhesión a la acusación fiscal (con la salvedad de que pueda 

oponerse a cantidad de pena y cuantía de la reparación civil), pero con el artículo 372 

del Nuevo Código Procesal Penal, se permite que el acusado y el acusador puedan 

negociar la pena. 

 

2.2. DEFINICIÓN:  

Pérez (2024), refiere a la conclusión anticipada del juzgamiento de la siguiente manera: 

La conclusión anticipada del juzgamiento, también denominada “conformidad”, es 

otra figura conformante de la justicia penal negociada. Esta se basa en el principio de 

consenso, que permite culminar de forma célere el juicio oral, sin debate probatorio (salvo 

respecto a la pena y la reparación civil, en algunos casos), pues el acusado previo 

asesoramiento de su abogado defensor, acepta los cargos imputados por el Ministerio 

Público. (pág. 407) 

Se puede extraer de lo anteriormente mencionado, que esta institución permite 

concluir juicios orales con rapidez y ahorro de recurso, sin embargo, también implica, al 

momento de la admisión de culpabilidad, la renuncia a la presunción de inocencia, la cual 

como se sabe, es una garantía fundamental dentro del proceso penal acusatorio. 

Peña (2009), define a la conclusión anticipada o “conformidad”, como:  
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[…] aquel procedimiento especial, que permite la terminación anticipada del 

juzgamiento, siempre que el acusado se adhiera a los cargos formulados por el fiscal, dando 

lugar a una condena morigerada en sus efectos punitivos, limitando la actividad probatoria 

a aquellos factores que se encuentran aún en controversia, a fin de que la sanción punitiva 

se ajuste a los principios de culpabilidad y proporcionalidad. (pág. 250). 

 

De acuerdo con el análisis hecho por el autor, se aplica la conclusión en tanto el 

acusado acepte los cargos formulados por el fiscal, lo cual conllevará a una reducción de la 

pena, evitando la etapa probatoria en juicio.  

 

2.3. OPORTUNIDAD: 

El Código Procesal Penal (2004), establece en su artículo 372° lo siguiente:  

Artículo 372°. Posición del acusado y conclusión anticipada del juicio 

“El Juez, después de haber instruido de sus derechos al acusado, le 

preguntará si admite ser autor o participe del delito materia de acusación y 

responsable de la reparación civil.   

Si el acusado, previa consulta con su abogado defensor, responde 

afirmativamente, el Juez declarará la conclusión del juicio. Antes de responder, el 

acusado también podrá solicitar por si o a través de su abogado conferenciar 

previamente con el Fiscal para llegar a un acuerdo sobre la pena cuyo efecto se 

suspenderá por breve término (…)”. (pág. 238). 

Se puede apreciar que, de lo regulado en el artículo 372° del CPP, la 

oportunidad para que el acusado se acoja a la conclusión anticipada es al inicio del 
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juicio oral, luego de los alegatos preliminares o de apertura realizado por los sujetos 

procesales y posteriormente a las instrucciones sobre sus derechos que realice el 

Juez al acusado o acusados de acuerdo al caso en concreto.  

 

El Acuerdo Plenario N° 05-2008/CJ-116, (2008), se ha referido a la 

conclusión anticipada en su fundamento 11° según la cual: 

La oportunidad procesal en que tiene lugar la conformidad está claramente 

estipulada en la Ley Procesal Penal. El emplazamiento al imputado y su defensa, de 

cara a la posible conformidad, constituyen un paso necesario del periodo inicial del 

procedimiento de juicio oral […}. Si la conformidad procesal persigue evitar el 

procedimiento probatorio del juicio oral en aras de la inmediata finalización de la 

causa, es obvio que una vez que se emplazó al imputado y su defensa para que se 

pronuncien acerca de los cargos objeto de acusación, y ambos se expresaron 

negativamente al respecto, ya no es posible retractarse luego se dio inicio formal al 

periodo probatorio. (Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116, 2008, pág. 5). 

 

En ese sentido, de lo señalado en el citado acuerdo, se tiene que la 

oportunidad para acogerse a este acuerdo es después del emplazamiento al 

imputado y a la defensa, asimismo una vez emplazados, el acusado tiene solo una 

oportunidad para acogerse a este mecanismo procesal. Dicho esto, para parte de la 

doctrina, la conclusión anticipada podría producirse en cualquier momento de la 

etapa de enjuiciamiento, inclusive, hasta antes de que finalice la actuación de 

medios probatorios, haciendo que el imputado se allane a la acusación fiscal.  
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Lo anteriormente mencionado tiene su sustento en el Código Procesal Penal, 

el cual consagra un proceso adversarial bajo el amparo del principio de consenso, 

ello en razón de que, si las partes están de acuerdo a terminar la actuación de los 

medios probatorios con el reconocimiento de culpabilidad del acusado, no tendría 

sentido de que el Juez se opusiera al acuerdo y ordene continuar innecesariamente 

la actuación de los medios probatorios, tal actuación sería contraproducente a lo que 

busca el sistema de justicia. 

  

2.4. CARACTERISTICAS:  

Según San Martin (2020), ha definido las características de la conformidad 

procesal, de acuerdo a lo siguiente: 

2.4.1. Es un acto unilateral, pero estructuralmente inducido. Se trata de una 

renuncia explicita al juicio oral donde el fiscal, con una mínima actividad de 

investigación, solicita al juez de conocimiento la imposición de una pena sin 

que haya sido realizado el juicio íntegramente. Se entiende que no parte de 

manera exclusiva de la voluntad del investigado, sino que corresponde a un 

ofrecimiento de la Fiscalía que proyecta un acto de postulación para que sea 

avalado o rechazado por el Juez.  

 

2.4.2. Suspende el juicio penal. La conformidad suspende el juicio pues se estima 

suficiente proferir una sentencia condenatoria sobre la base de la declaración de 

conformidad del imputado.  
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2.4.3. Acto que debe ser asesorado por el abogado defensor. A pesar de que la 

decisión le corresponde al imputado, las alegaciones sobre la culpabilidad 

deben ser analizadas por el abogado defensor, quien es la persona que puede 

realizar un pronóstico técnico sobre las consecuencias de la aceptación de 

cargos por parte del imputado.  

 

2.4.4. Requiere un control judicial. El tribunal debe analizar si se cumplen los 

presupuestos para la conformidad y verificar la congruencia entre la acusación 

y la sentencia.  

 

2.4.5. No admite retractación. Al retractarse la conformidad de un acto libre, 

voluntario y espontaneo que realiza el imputado la regla es la prohibición 

absoluta de retractación. Sin embargo, debe tenerse en cuenta excepciones en 

cuanto puede presentarse un supuesto de claro vicio del consentimiento del 

imputado o cuando las pruebas que se han obtenido para demostrar la 

responsabilidad se determinan que son ilegales al vulnerar los derechos 

fundamentales del imputado. 

La sentencia conformada puede ser impugnada para controlar los requisitos 

formales, materiales y subjetivos legalmente necesarios para su validez, así como para que, 

en su caso, se cumplan en esta los términos del Acuerdo entre las partes. (pág. 589). 

En síntesis, se trata de un proceso mediante se busca la imposición de una pena sin 

que se haya llevado a cabo el juicio y, de llegarse a la conformidad se suspende el juicio 

emitiendo una sentencia condenatoria, a la cual se ha llegado con la aceptación de cargos 
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por parte del acusado previa consulta con su abogado defensor, bajo un análisis objetivo y 

respetando el debido proceso por parte del juez, el cual una vez impuesto, no permite que 

el acusado se retracte de su decisión, siempre y cuando esta sea con su consentimiento.  

 

2.5. TIPOS DE CONFORMIDAD 

San Martin (2014), refiere lo siguiente a los tipos de conformidad  

[…] en el primer caso, según el punto de vista subjetivo, puede ser total o 

propia, cuando la totalidad de los acusados la presten, y parcial o impropia, si tanto solo 

alguno de ellos la prestaran. En el segundo caso, con base en el número y la naturaleza 

de las pretensiones, puede ser absoluta si comprende las pretensiones civil y penal, o 

limitada si concierne únicamente el extremo penal y continua en la pretensión civil. En 

el tercer caso, por el ámbito de disposición, puede ser una conformidad plena que se 

proyecta al hecho punible, la pena y la reparación civil, y una conformidad limitada si 

implica la aceptación del hecho punible, pero no de la pena ni reparación civil. (pág. 

609). 

Podemos inferir que, el artículo 372° del Código Procesal Penal, presupone que se 

aplicará una conformidad total o propia (porque todos los imputados la aceptarán) y 

absoluta (porque comprenderá la pena y la reparación civil), o a lo mucho, una conformidad 

parcial o impropia (donde solo algunos acusados la aceptarán, pero se incluyen todos los 

cargos objeto de imputación).  

Asimismo, San Martín (2020), refiere respecto de la conformidad que: 

La conformidad absoluta puede ser unilateral o negociada -el acusado negocia con 

el fiscal una respuesta punitiva consensuada-. De esta manera, puede definirse la 
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conformidad como un acto unilateral y de disposición de la pretensión efectuad por el 

imputado, previa consulta con su abogado, basado en el principio de adhesión, por el que, 

mediante el allanamiento a los cargos: reconocimiento a los hechos, de la calificación 

jurídica y de la responsabilidad penal y civil, se ocasiona la finalización del procedimiento 

a través de una sentencia con todos los efectos de la cosa juzgada. (pág. 588). 

 

Por su parte, Avalos (2014), sobre la conformidad limitada o relativa, refiere lo siguiente: 

En cuanto a la conformidad limitada o relativa, implica la «necesaria aceptación del 

hecho materia de imputación en tanto suceso penalmente típico; pero el protesto o no 

conformidad con su calificación jurídica, con la concurrencia de circunstancias fácticas 

relevantes para la determinación de la pena, reparación civil o consecuencias accesoria; del 

mismo modo que el protesto del procedimiento jurídico de determinación del monto de la 

pena, reparación civil o consecuencias accesoria. (pág. 230) .  

 

2.6. DIFERENCIA ENTRE TERMINACIÓN ANTICIPADA Y CONCLUSIÓN 

ANTICIPADA  

Es necesario diferenciar ambos mecanismos de simplificación procesal como es la 

terminación anticipada y la conclusión anticipada, ambas como instrumentos procesales permiten 

redireccionar el conflicto penal en una solución inmediata sin la necesidad de que se establezca un 

juicio, también se evita que se realice la valorización de los medios de prueba.  

Su diferencia radica en dos hechos procesales que establece el código procesal peruano, la 

primera que consiste en la situación premial que tiene cada mecanismo de simplificación procesal, 

en la terminación anticipada, el acusado que se acoja a este mecanismo tendrá como beneficio la 
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reducción de un sexto de su pena, en cambio cuando el acusado desea tomar como medida de 

simplificación este sólo podrá obtener un séptimo como reducción del total de la pena.  

1.3. HIPOTESIS: 

Si, se realiza la prohibición de terminación o conclusión anticipada en el delito de tocamientos, 

actos de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento, entonces se estará vulnerando 

el principio de celeridad procesal. 

 

CAPÍTULO II. MARCO METODOLOGICO. 

2.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN:  

La presente investigación es de tipo básica o pura, debido a que estuvo orientada al 

análisis dogmático-jurídico de la prohibición de aplicación de mecanismos de 

simplificación procesal en el delito de tocamientos, actos de connotación sexual o actos 

libidinosos sin consentimiento, buscando generar conocimiento teórico y doctrinario sobre 

su incidencia en el principio de celeridad procesal. 

Asimismo, presenta un enfoque cualitativo, toda vez que se centró en la 

interpretación normativa, doctrinal y jurisprudencial, así como en la valoración de 

opiniones especializadas emitidas por operadores jurídicos respecto del fenómeno objeto 

de estudio. 

El nivel de investigación corresponde al descriptivo-explicativo, ya que permitió 

identificar las características jurídicas de la restricción legal contenida en la Ley N.º 30838 

y explicar su incidencia en la afectación del principio de celeridad procesal dentro del 

sistema penal peruano. 

 



61 

 

2.2. MÉTODOS DE INVESTIGACIÓN: 

 

En la investigación se hizo uso de los siguientes métodos, que permite desarrollar 

la observación de una forma adecuada y sistemática, así tenemos: 

2.2.1. Método exegético jurídico. – Se considera lo señalado por Ramos 

(2007), quien señala que “el método exegético constituye el estudio 

lineal de las normas tal como ellas aparecen dispuestas en el texto 

legislativo”. (pág. 109). 

Con este método se permitió realizar una interpretación de las normas jurídicas, 

es decir, encontrar el sentido de la norma que han ido en constante modificación 

respecto al delito de Tocamientos, actos de connotación sexual o actos 

libidinosos sin consentimiento; de modo que se confrontará con la realidad 

regional, y así permitió contrastar la hipótesis planteada en la presente 

investigación, utilizado para analizar el contenido normativo del artículo 5 de 

la Ley N.° 30838 y su relación con el artículo 176 del Código Penal. 

 

2.2.2. Método sistemático jurídico. – Según Ramos (2007) indica que este 

método tiene por finalidad “Determinar qué quiere decir una norma, 

atribuyéndole los principios o conceptos que están descritos con 

mayor claridad en otras normas, pero que no están claramente 

expresados en el texto normativo que se quiere interpretar.” (pág. 168) 

. 
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Este método permitió la interpretación literal y sistemática de las 

disposiciones normativas vinculadas a los mecanismos de terminación 

anticipada y conclusión anticipada. 

2.2.3. Método deductivo. - Al emplear este método facilitó la 

descomposición del problema jurídico en sus elementos constitutivos 

para posteriormente integrarlos en una explicación sistemática 

 

2.2.4. Método inductivo. – Este método permitió aplicar las fórmulas de 

conclusiones generales a partir de observaciones particulares 

obtenidas de entrevistas a especialistas 

 

2.3.DISEÑO DE CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS:  

La presente investigación tiene como objetivo principal determinar si se vulnera el 

principio de celeridad procesal ante la prohibición de terminación o conclusión anticipada 

en el delito de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin 

consentimiento.  

Esto se logró mediante el análisis detallado del delito de tocamientos, actos de 

connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento, que permite evaluar la lesividad 

del bien jurídico y los medios comisivos de perpetración, así como también una clara 

definición del momento y modo de aplicación de los mecanismos de simplificación 

procesal consagrados en la normativa nacional, tomando como base la importancia del 

principio de celeridad procesal.  
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Luego de haber establecido la conceptualización teniendo en referencia las 

reformas y doctrinas establecidas, se logró de esa manera establecer la importancia de una 

simplificación procesal en el caso de los delitos de tocamientos indebidos.  

Se logró la contrastación de la hipótesis mediante de un enfoque cualitativo 

sustentado en el análisis normativo, doctrinal y jurisprudencial, la hipótesis sostuvo la 

vulneración del principio de celeridad procesal cuando se prohíbe la aplicación de la 

terminación o conclusión anticipada referente al delito de Tocamientos, actos de 

connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento. Además, se utilizó una 

entrevista por medio de juicio de expertos validada para recolectar datos y donde con su 

experiencia permitieron contrastar la hipótesis en la presente investigación.  

Ello se debe a que las Instituciones como Ministerio Público y el Poder Judicial en 

la región de Lambayeque no cuentan con una estadística clara de acuerdos o solicitudes 

realizadas para proceder con el análisis de los acuerdos de simplificación procesal. 

 

2.4.POBLACIÓN, MUESTRA Y MUESTREO  

La población estuvo conformada por operadores jurídicos especializados en 

Derecho Penal y Procesal Penal, de los cuales se consideró a los fiscales, los cuales son los 

protagonistas de la acción penal y de donde inicia la consideración en establecer si 

corresponde un método de simplificación procesal. 

La muestra, por esa razón la muestra se consideró a los ficales del Distrito Judicial 

de Lambayeque donde es uno de los principales distritos del Perú donde se viene ejerciendo 

la aplicación de diferentes mecanismos de simplificación procesal. 
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El Muestreo, para esto se empleó un muestreo no probabilístico por criterio o 

intencional, seleccionando a los participantes en función de su experiencia profesional 

mínima la cual se consideró 5 años en el cargo, la especialización en Derecho Penal y 

conocimiento de la aplicación práctica de mecanismos de simplificación procesal. 

2.5. TÉCNICAS, INSTRUMENTOS, EQUIPOS Y MATERIALES DE 

RECOLECCIÓN DE DATOS 

Para la recolección de datos de la presente investigación se emplearon técnicas e 

instrumentos orientados a obtener información jurídica relevante y especializada sobre la 

incidencia de la prohibición de terminación anticipada y conclusión anticipada en el delito 

de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento, 

respecto del principio de celeridad procesal. 

2.5.1. La Entrevista: 

Como técnica principal se utilizó la entrevista estructurada, aplicada a especialistas 

en Derecho Penal y Procesal Penal, permitiendo recopilar opiniones fundamentadas sobre 

la problemática jurídica planteada. Esta técnica resultó pertinente por cuanto facilitó la 

obtención de criterios técnicos y experiencias prácticas vinculadas a la aplicación de la Ley 

N.° 30838 y su incidencia en el desarrollo de los procesos penales. 

De manera complementaria, se empleó el análisis documental, mediante la revisión 

sistemática de doctrina nacional e internacional, jurisprudencia relevante, normativa 

vigente y antecedentes investigativos relacionados con el objeto de estudio. Esta técnica 

permitió sustentar teóricamente la investigación y establecer un marco interpretativo sólido 

para la contrastación de resultados. 
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2.5.2. Guía de la Entrevista  

En cuanto a los instrumentos de recolección de datos, se utilizó una guía de 

entrevista estructurada, elaborada en función de las categorías de análisis y criterios 

establecidos en la matriz de consistencia. Dicho instrumento estuvo conformado por 

preguntas orientadas a explorar la percepción de los especialistas sobre la fundamentación 

normativa de la prohibición, sus efectos procesales y su incidencia en el principio de 

celeridad procesal. 

2.5.3. Ficha Análisis Documental  

Asimismo, se emplearon fichas de análisis documental, destinadas al registro 

sistemático de información doctrinaria, normativa y jurisprudencial, permitiendo organizar 

los datos obtenidos durante la revisión bibliográfica y documental. 

Para la ejecución del proceso investigativo se utilizaron equipos tecnológicos como 

computadora portátil, dispositivo móvil para el registro de entrevistas y programas de 

procesamiento de texto, los cuales facilitaron la sistematización y organización de la 

información recolectada. 

2.5.4. Los Materiales  

Para los materiales empleados se consideraron textos especializados en Derecho 

Penal y Procesal Penal, legislación nacional, resoluciones judiciales, artículos científicos, 

tesis académicas, así como acceso a repositorios digitales y bases de datos jurídicas, 

recursos que contribuyeron al adecuado desarrollo metodológico de la investigación. 
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2.6.PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS 

 

La información recolectada fue sometida a un proceso de organización, 

clasificación y sistematización, realizando en primer lugar, las entrevistas que fueron 

codificadas según categorías de análisis previamente definidas. 

Posteriormente, se procedió al análisis cualitativo mediante la técnica de 

interpretación temática, identificando coincidencias, divergencias y tendencias 

argumentativas entre los especialistas, los resultados fueron organizados en tablas 

descriptivas para facilitar su interpretación. 

Teniendo de esa medida, los hallazgos los cuales fueron contrastados con el marco 

teórico, antecedentes doctrinarios y normativa aplicable, permitiendo determinar la validez 

de la hipótesis planteada. 
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CAPITULO III. RESULTADO Y DISCUSIÓN 

 

3.1. RESULTADOS 

 

Tabla 1  

Dimensión: Fundamento normativo 

Pregunta 1: ¿Considera que existe una base legal clara que prohíbe la aplicación de 

la terminación o conclusión anticipada en los delitos de connotación sexual? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

La base legal es 

la ley N° 30838, 

ley para 

fortalecer la 

prevención y 

sanción de los 

delitos contra la 

libertad e 

indemnidad 

sexual. 

Sí existe, esta es 

la ley 30838, que 

tipifica los 

delitos en contra 

de la libertas e 

indemnidad 

sexual. 

Sí existe, esta es 

la ley 30838, que 

tipifica los 

delitos en contra 

de la libertas e 

indemnidad 

sexual. 

Los delitos de 

connotación 

sexual, están 

previstos en la 

ley 30838, que 

es la ley que 

reforma los 

delitos sexuales. 

Existe la ley 

30838, que es la 

base que 

configura los 

delitos de 

connotación 

sexual. 

Nota: El cuadro muestra consenso entre los expertos en que la Ley N.° 30838 

constituye la base legal que regula los delitos contra la libertad e indemnidad sexual. Esta 

coincidencia evidencia una política criminal orientada a restringir beneficios procesales como 

la terminación anticipada. Sin embargo, dicha restricción incide en el principio de celeridad 
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procesal al impedir mecanismos que agilicen el proceso penal. En consecuencia, los procesos 

tienden a ser más largos y complejos. Esto refleja una priorización de la protección de la 

víctima sobre la rapidez del proceso. 

 

Pregunta 2: ¿Cree que dicha prohibición responde a una política criminal coherente 

con el sistema penal peruano? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Considero que 

excluir la 

bonificación 

premial en 

cuanto a la pena 

a imponer, pues 

se obtiene 

reducción en un 

sexto o un 

séptimo 

(conclusión o 

terminación 

anticipada) de la 

pena, no es 

incoherente con 

Creo que esta 

prohibición 

resulta 

coherente con 

un sistema 

penal que lo 

que necesita es 

una menor 

delictividad de 

estos crímenes. 

Claro, el no 

incluir en este 

delito la 

terminación o 

conclusión 

anticipada es 

completamente 

coherente con 

la política 

criminal 

destinada a 

reducir la 

comisión de 

delitos sobre 

todo de 

Que no se 

pueda reducir 

la pena de 

condenados 

con delitos en 

contra de la 

libertad e 

indemnidad 

sexual resulta 

coherente con 

lo que el estado 

busca, ser 

severo con las 

penas para 

evitar que se 

Es coherente 

que una política 

criminal 

orientada a 

reprimir estas 

conductas 

delictivas 

niegue la 

bonificación 

premial, ya que 

esta reduce una 

sección de la 

pena. 
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la política 

criminal del 

estado. 

connotación 

sexual 

comentan 

delitos 

relacionados. 

Nota: El cuadro evidencia que la mayoría de expertos considera que la prohibición es 

coherente con la política criminal del Estado peruano, al priorizar la sanción de delitos 

sexuales. Se identifica una orientación hacia la reducción de beneficios premiales para evitar 

disminuciones de pena. No obstante, existe una postura minoritaria que cuestiona dicha 

coherencia al señalar posibles excesos en la severidad. En conjunto, predomina una visión 

punitiva y preventiva frente a estos delitos. Esto confirma que la política criminal privilegia la 

represión sobre mecanismos de flexibilización procesal. 

 

Tabla 2. Dimensión: Finalidad de la prohibición 

Pregunta 3: ¿Cuál considera que es el principal objetivo de esta prohibición procesal? 

Experto 1 Experto 2   Experto 3 Experto 4 Experto5 

Prevenir la 

comisión de 

delitos contra la 

libertad e 

indemnidad 

sexual, 

utilizando una 

política criminal 

Considero que la 

rigurosidad en las 

penas es el 

principal objetivo 

de esta 

prohibición, pues 

se necesita que 

los criminales en 

Sin duda el 

objetivo es 

evitar que se 

cometan delitos 

de esta índole, 

lo que se busca 

es imponer 

penas altas, 

La sanción 

severa responde 

a que el 

objetivo de esta 

política es 

reducir la 

criminalidad, 

sobre todo de 

Considero que el 

principal objetivo 

es hacer notar 

que, al cometer 

un delito de esta 

índole, las penas 

son las más 

severas posibles, 
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de prevención, 

para que las 

personas 

internalicen que 

la comisión de 

estos delitos se 

sanciona con 

rigurosidad. 

potencia noten 

que las penas son 

muy elevadas. 

rigurosas y sin 

ningún tipo de 

beneficio. 

los delitos 

cometidos en 

contra de la 

libertad e 

indemnidad 

sexual. 

y así tratar de 

reducir los 

delitos en contra 

de la libertad 

sexual. 

Nota: El cuadro muestra consenso entre los expertos en que la finalidad principal de la 

prohibición es prevenir la comisión de delitos contra la libertad e indemnidad sexual. Se 

destaca que el endurecimiento de las penas busca generar un efecto disuasivo en los potenciales 

infractores. Asimismo, se evidencia una orientación hacia la imposición de sanciones severas 

sin beneficios procesales. Esta postura responde a una política criminal enfocada en reducir la 

criminalidad en este tipo de delitos. En conjunto, se prioriza la prevención general mediante el 

rigor punitivo del Estado. 

 

Pregunta 4: ¿Considera que dicha finalidad prioriza la protección de la víctima o 

limita derechos procesales del imputado? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Incrementar de 

penas o imponer 

prohibiciones 

considero que 

no prioriza la 

protección 

Imponer penas 

altas, duras y 

rígidas no es 

considero que el 

ser rígido con las 

penas no 

Creo que las 

penas elevadas 

y con nulas 
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rígidas, no es un 

medio 

satisfactorio 

para la 

prevención de 

delitos por ende 

resulta 

contravenir al 

derecho 

fundamental de 

igualdad ante la 

ley. 

integral de la 

víctima, pero sí 

limita los 

derechos 

procesales del 

imputado. 

eficaz para la 

protección de la 

víctima, esto 

conforme a 

multitud de 

estudios de 

política criminal. 

satisface el 

objetivo que se 

plantea, pues 

este no reduce la 

comisión del 

delito ni la 

protección de la 

victima 

bonificaciones 

procesales, no 

ayuda a 

prevenir la 

criminalidad, 

no resulta 

eficiente si 

queremos 

reducir la 

comisión del 

delito 

Nota: El cuadro evidencia posiciones divididas entre los expertos respecto a la finalidad 

de la prohibición. Algunos consideran que no prioriza adecuadamente la protección de la 

víctima, mientras que otros sostienen que el endurecimiento de penas no resulta eficaz para 

dicho fin. Asimismo, se advierte que la medida limita derechos procesales del imputado al 

restringir beneficios. Predomina una visión crítica sobre la efectividad de la severidad punitiva 

como mecanismo de protección. En conjunto, se cuestiona que la política adoptada logre un 

equilibrio entre protección de la víctima y garantías procesales. 

Tabla 3 Dimensión: Alcance de la prohibición 

Pregunta 5: ¿A qué delitos considera que debería aplicarse o no aplicarse esta 

prohibición? 
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Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

considero que 

esta prohibición 

resulta 

inaplicable a la 

comisión de 

delitos contra la 

libertad sexual, 

si apreciamos 

los tipos penales 

se contemplan 

penas no 

menores de seis 

años hasta 

quince años. 

Esta 

prohibición no 

se debería 

aplicar pues si 

notamos, las 

penas son ya lo 

suficientemente 

altas para 

disuadir a los 

posibles 

delincuentes de 

cometer delitos 

de esta 

connotación. 

En delitos de 

carácter sexual, 

la aplicación de 

beneficios y 

bonificaciones 

en la pena, no 

trae consigo un 

verdadero 

cambio en el 

efecto disuasivo 

de la pena, 

puesto que estas 

penas son 

imponentes con 

respecto a otras. 

la prohibición 

de los 

beneficios, 

considero, es 

poco útil, pues 

no crea un 

ambiente en el 

cual se deje 

completamente 

de intimidar 

con la pena. 

La restricción 

de los 

beneficios 

premiales, no 

resulta 

coherente con 

el sistema pues 

la severidad de 

la pena ya 

cumple con el 

objetivo que se 

plantea, que es 

intimidar con 

grandes penas. 

Nota: La mayoría de expertos considera que la prohibición de la terminación anticipada 

no incrementa el efecto disuasivo, dado que las penas ya son altas. Asimismo, señalan que esta 

medida afecta el principio de celeridad procesal al impedir mecanismos que agilizan los 

procesos. Esto genera mayor carga judicial y dilación en la resolución de casos. También se 

evidencia una falta de coherencia con los fines del sistema penal. En conjunto, la prohibición 

resulta poco eficaz y contraproducente. 
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Pregunta 6: ¿Existe coherencia en la delimitación legislativa de los delitos alcanzados 

por esta norma? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

sí existe 

coherencia en la 

norma al señalar 

la imposibilidad 

de aplicación de 

los mecanismos 

de 

simplificación 

procesal, toda 

vez que la ley 

30838 ha sido 

emitida para 

prevenir y 

sancionar los 

delitos contra la 

libertad sexual. 

Creo que sí 

existe 

coherencia, pues 

la ley 30838 se 

creó para 

endurecer las 

penas de delitos 

de delitos 

sexuales 

Está clara la 

coherencia, la 

prohibición de 

utilizar y 

beneficiarse de 

beneficios 

procesales es 

coherente, pues 

el principal 

objetivo de la ley 

que reforma los 

delitos sexuales 

es imponer 

penas más 

severas. 

Sí es coherente, 

ya que, si la ley 

30838 busca que 

las penas sean 

mucho más 

severas, es 

necesario que 

sea imposible la 

aplicación de los 

beneficios 

premiales. 

Es coherente la 

limitación que 

establece la ley 

30838 pues esta 

trata de 

endurecer las 

penas y es 

coherente con 

este fin el 

prohibir que las 

penas se 

reduzcan. 

Nota: La mayoría de expertos considera que sí existe coherencia en la delimitación 

legislativa, al vincular la prohibición con el endurecimiento de penas en delitos sexuales. Esta 

coherencia se justifica en la finalidad de la norma de reforzar la sanción y evitar beneficios 

procesales. Sin embargo, dicha lógica prioriza el carácter punitivo sobre la eficiencia del 
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proceso. En relación con el principio de celeridad procesal, la restricción de mecanismos de 

simplificación puede generar dilaciones. En conjunto, aunque la norma es coherente en su 

diseño, podría afectar la rapidez y eficacia del sistema de justicia. 

 

Tabla 4. Dimensión: Impacto en el proceso penal 

Pregunta 7: ¿Cómo considera que la prohibición afecta la duración del proceso penal? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

mayor 

incidencia en 

que los procesos 

penales no 

terminan de 

forma célere, 

pues todo 

procesado 

tendrá deseo de 

definir su 

inocencia o 

culpabilidad de 

lo que resulte en 

el debate de la 

prueba. 

Considero que 

afecta en la 

terminación 

rápida del 

proceso, pues se 

buscará 

determinar la 

inocencia lo que 

concluirá con la 

dilatación del 

proceso. 

La prohibición 

afecta 

gravemente al 

principio de 

celeridad del 

proceso, pues 

al no haber 

reducción de 

penas, se 

buscará probar 

la inocencia del 

acusado lo que 

conlleva a que 

un proceso sea 

demasiado 

amplio. 

Prohibir los 

beneficios 

premiales 

afecta 

directamente a 

la duración del 

proceso, pues 

la extensión del 

proceso se 

debe muchas 

veces al debate 

de las pruebas 

en donde se 

busca acreditar 

la inocencia del 

acusado. 

La duración del 

proceso se 

dilata al busca 

desvirtuar la 

imputación 

mediante el 

debate de 

medios 

probatorios 
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Nota: Los expertos coinciden en que la prohibición incrementa la duración del proceso 

penal al impedir mecanismos de terminación anticipada. Señalan que esto genera mayor debate 

probatorio, ya que se busca acreditar la inocencia o responsabilidad en juicio. La ausencia de 

simplificación procesal amplía las etapas y dilata la resolución de los casos. En relación con el 

principio de celeridad procesal, se evidencia una afectación directa al prolongarse 

innecesariamente los procesos. En conjunto, la medida impacta negativamente en la rapidez y 

eficiencia del sistema de justicia penal. 

 

Pregunta 8: ¿Cree que esta medida contribuye o perjudica a la eficiencia del sistema 

judicial? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Considero que 

el sistema 

judicial se vería 

afectado por la 

carga procesal 

que conllevaría. 

Con respecto a 

la carga 

procesal, 

considero que el 

sistema judicial 

se vería 

perjudicado. 

el principal 

problema en este 

caso es el 

aumento de 

carga procesal, 

por lo que 

considero que el 

sistema se vería 

altamente 

perjudicado 

El sistema se 

vería 

perjudicado, pues 

una mayor carga 

procesal conlleva 

al 

embotellamiento 

del sistema 

Esta medida 

perjudica 

gravemente la 

eficiencia del 

sistema judicial, 

la congestión 

procesal es el 

principal 

problema del 

sistema. 
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Nota: Los resultados evidencian consenso entre los expertos en que la prohibición de 

la terminación o conclusión anticipada perjudica la eficiencia del sistema judicial. Señalan que 

esta medida incrementa la carga procesal al obligar que todos los casos sigan el trámite 

ordinario. Esto afecta directamente el principio de celeridad procesal al generar mayores 

tiempos de resolución. Asimismo, produce congestión y embotellamiento en los órganos 

jurisdiccionales. En consecuencia, aunque busca reforzar la protección penal, su aplicación 

compromete la rapidez y eficiencia de la administración de justicia. 

 

Tabla 5. Dimensión: Duración del proceso penal 

Pregunta 9: ¿Cuánto considera que se prolongan, en promedio, los procesos por delitos 

sexuales sin mecanismos de simplificación procesal?  

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Ello 

depende de la 

prueba aportada 

por los sujetos 

procesales, 

porque a partir 

de ello se 

advierte la 

prolongación de 

las sesiones de 

Si bien es 

cierto se 

prolongan 

bastante, no 

puedo 

determinarlo 

específicamente, 

pues depende de 

los medios 

probatorios, 

Depende 

mucho de lo 

presentado en 

los juicios, no 

puedo establecer 

un tiempo 

exacto, sin 

embargo, puedo 

mencionar que 

esta dilatación 

Un 

proceso puede 

prolongarse 

dependiendo del 

peso de las 

pruebas y de la 

facilidad con la 

que estas 

pruebas pueden 

verificarse 

Sin 

mecanismos de 

simplificación, 

estos procesos 

son amplios, 

largos, 

complicados y 

complejos. Las 

pruebas tienen 

incidencia en la 
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juicios 

continuados. 

sujetos 

procesales, entre 

otros 

muchas veces no 

es corta 

prolongación del 

proceso. 

Nota: Los expertos coinciden en que, sin mecanismos de simplificación procesal, los 

procesos por delitos sexuales tienden a prolongarse considerablemente. Aunque no establecen 

un tiempo exacto, señalan que la duración depende de factores como la complejidad probatoria 

y el desarrollo del juicio. Destacan que la actuación de las partes procesales y la verificación 

de pruebas influyen directamente en la dilación. Esta situación genera procedimientos más 

largos, complejos y demandantes para el sistema judicial. En consecuencia, se evidencia una 

afectación al principio de celeridad procesal y a la pronta administración de justicia. 

 

Pregunta 10: ¿Piensa que la imposibilidad de concluir anticipadamente un proceso 

vulnera el principio de celeridad procesal? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

No, 

porque este 

principio no 

solo incide en 

concluir 

procesos 

haciendo uso 

de los 

Considero 

que no, pues si 

conocemos las 

bases de este 

principio 

procesal, nos 

damos cuenta que 

no solo es 

No, pues 

este principio se 

refiere al no 

alargamiento 

injustificado de 

los 

procedimientos 

dados. 

No, esto 

no afecta al 

principio de 

celeridad, este 

principio no solo 

se limita a la 

posibilidad de 

concluir 

Creo que 

no, pues este 

principio no se 

vulnera solo por 

la inexistencia de 

mecanismos para 

concluir 

anticipadamente 



78 

 

mecanismos de 

simplificación 

procesal, sino 

en el 

cumplimiento 

de los plazos 

procesales, sin 

dilaciones 

innecesarias. 

terminar 

rápidamente el 

proceso, sino que 

se refiere más a la 

no dilatación del 

mismo. 

anticipadamente 

los procesos, sino 

que también se 

refiere a que en el 

proceso se 

cumplan los 

plazos 

establecidos. 

el proceso, sino 

que habría que 

observar los 

plazos 

establecidos por 

ley. 

Nota: Los expertos coinciden en que la imposibilidad de concluir anticipadamente un 

proceso no vulnera por sí sola el principio de celeridad procesal. Señalan que este principio se 

relaciona principalmente con la ausencia de dilaciones injustificadas y el cumplimiento de los 

plazos legales establecidos. Asimismo, precisan que la celeridad no depende exclusivamente 

de los mecanismos de simplificación procesal. La afectación surgiría únicamente si la falta de 

estos mecanismos ocasiona retrasos indebidos en la tramitación. En consecuencia, el análisis 

evidencia que la vulneración debe evaluarse según la duración real del proceso y no por la sola 

inexistencia de conclusión anticipada. 

Tabla 6. Dimensión: Carga procesal 

Pregunta 11: ¿La prohibición de terminación o conclusión anticipada ha incrementado 

la carga procesal en los juzgados penales?  

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

La carga 

procesal que 

Si 

consideramos 

Sí, esta 

prohibición 

Esta 

prohibición ha 

Es 

preocupante 
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atraviesa el 

sistema judicial 

es preocupante, 

por 

programación de 

audiencias que 

convocan para el 

año 2027, por lo 

que sí se genera 

un impacto 

negativo. 

solo a la carga 

procesal, claro 

que esta 

prohibición ha 

afectado al 

sistema judicial, 

con juicios que 

van más allá de 

los plazos, hasta 

procesos 

reprogramados. 

incrementó 

gravemente la 

carga procesal 

en los juzgados 

penales lo que es 

preocupante por 

la necesidad de 

imponer justicia 

con la mayor 

celeridad 

posible. 

incrementado la 

carga procesal, 

por experiencia 

propia y de 

algunos colegas, 

conozco que 

existen juicios 

que se 

programan para 

años próximos, 

lo que es sin 

duda 

preocupante. 

como muchos de 

los juicios, por 

causa de esta 

prohibición se 

alargan 

demasiado, 

además de por la 

verificación de 

pruebas, por la 

gran carga 

procesal que el 

sistema 

presenta. 

 

Nota: Los expertos coinciden en que la prohibición de la terminación o conclusión 

anticipada ha incrementado significativamente la carga procesal en los juzgados penales. 

Señalan que esta medida genera una mayor acumulación de procesos, prolongando la 

programación de audiencias y extendiendo los tiempos de resolución. Asimismo, destacan que 

muchos casos deben continuar hasta etapas avanzadas, aumentando la demanda operativa del 

sistema judicial. Esta situación ocasiona retrasos y una mayor congestión en los despachos 

jurisdiccionales. En consecuencia, se evidencia un impacto negativo en la eficiencia judicial y 

en la aplicación efectiva del principio de celeridad procesal. 
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Pregunta 12: ¿Considera que el sistema judicial cuenta con medios suficientes para 

evitar la congestión sin estos mecanismos? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Los recursos 

del estado son 

escasos, para 

poder afrontar 

la carga 

procesal se 

tendría que 

designar 

magistrados y 

contratar 

personal 

jurisdiccional, 

por lo que si 

genera un 

impacto 

negativo en los 

procesos.  

considero que 

el estado no 

cuenta con 

recursos 

suficientes para 

combatir con la 

gran carga 

procesal que 

presenta el 

sistema actual.   

Para mí 

evitar la 

congestión 

procesal por parte 

del sistema 

judicial resulta 

imposible y más 

porque considero 

que no se tiene 

recursos 

suficientes para 

combatir con este 

embotellamiento 

procesal. 

Considero 

que no existen los 

recursos 

suficientes como 

para disipar la 

gran carga 

procesal, el 

designar 

magistrados 

resulta costoso e 

insostenible para 

este sistema 

judicial 

No se 

cuenta con los 

medios 

suficientes para 

poder afrontar la 

gran 

problemática que 

presenta la 

excesiva carga 

procesal 

Nota: Los expertos coinciden en que el sistema judicial no cuenta con medios suficientes 

para enfrentar la congestión procesal sin mecanismos de simplificación. Señalan que la limitada 

disponibilidad de recursos humanos, logísticos y jurisdiccionales dificulta atender 
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adecuadamente el incremento de la carga procesal. Asimismo, indican que sería necesario 

designar más magistrados y personal especializado para afrontar esta problemática. La 

insuficiencia estructural del sistema genera mayores retrasos y afecta la eficiencia en la 

tramitación de los procesos. En consecuencia, esta situación compromete la aplicación efectiva 

del principio de celeridad procesal. 

Tabla 7 Dimensión: Afectación al imputado 

Pregunta 13: ¿La extensión del proceso penal sin mecanismos abreviados genera una 

afectación a los derechos del imputado? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Se 

tendría que 

canalizar los 

casos en 

específico a fin 

de poder 

determinar 

afectación al 

plazo razonable. 

Considero 

que se tendría que 

examinar con 

cautela los casos 

en los que se 

pueden vulnerar 

derechos del 

imputado 

Es 

bastante 

complejo y no 

podemos 

englobar todos 

los casos 

mencionando 

que en todos se 

afectan sus 

derechos 

Para 

determinar la 

afectación de los 

derechos se 

debería analizar 

los casos por 

separado, para 

poder deducir si 

se afectó el 

plazo razonable. 

Es 

complicado 

notar la 

afectación de 

estos derechos, 

pero para poder 

obtener 

verdadera 

información es 

necesario 

analizar casos 

individuales. 

Nota: Los expertos coinciden en que la extensión del proceso penal sin mecanismos 

abreviados no implica automáticamente una afectación a los derechos del imputado. Señalan 
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que dicha evaluación debe realizarse caso por caso, considerando las particularidades y la 

duración específica de cada proceso. Destacan que la posible vulneración estaría vinculada 

principalmente al incumplimiento del plazo razonable. Asimismo, advierten que no es posible 

generalizar que todos los procesos prolongados afecten derechos fundamentales. En 

consecuencia, la determinación de una afectación requiere un análisis individualizado y 

objetivo de cada expediente. 

 

Preguntas 14: ¿Considera que esta situación puede vulnerar el derecho al plazo 

razonable reconocido por el Tribunal Constitucional? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Considero que 

ello depende al 

estado del 

proceso, con 

observancia de 

la no existencia 

de dilataciones 

innecesarias, 

análisis que 

deberá hacerse 

por cada caso en 

concreto a fin de 

Cada caso es 

distinto, cada 

uno debe 

analizarse 

con 

rigurosidad 

para poder 

determinar si 

cada 

situación 

puede 

vulnerar al 

es necesario una 

inspección a cada 

proceso, poder 

denotar si existen 

dilataciones 

innecesarias en 

estos procesos o 

si existe algún 

otro tipo de 

vulneración. 

Claro, este puede 

ser considerado 

como tal, pero 

solo si se prueba 

demoras 

injustificadas y 

dilataciones que 

no deberían 

existir. 

Se necesita 

investigar cada 

caso para poder 

considerar que se 

vulnera el 

derecho al plazo 

razonable, se 

debe hacer un 

riguroso analisis 

y examinar los 

plazos dados 
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determinar 

afectación al 

plazo razonable. 

plazo 

razonable 

dentro del 

proceso 

Nota: Los expertos coinciden en que esta situación no vulnera automáticamente el 

derecho al plazo razonable reconocido por el Tribunal Constitucional. Señalan que su 

determinación requiere un análisis riguroso e individualizado de cada caso concreto. Destacan 

que la afectación solo se configuraría si se evidencian demoras injustificadas o dilaciones 

innecesarias durante el proceso. Asimismo, subrayan la importancia de evaluar el cumplimiento 

de los plazos y las circunstancias particulares de cada expediente. En consecuencia, la 

vulneración debe acreditarse objetivamente mediante el examen específico del desarrollo 

procesal. 

 

Tabla 8. Dimensión: Eficiencia procesal 

Pregunta 15: ¿Cree que la prohibición obstaculiza la resolución rápida y eficaz de 

los procesos penales? 

Experto 1 Experto 2 Experto 3 Experto 4 Experto 5 

Sí 

genera un 

impacto al 

sistema judicial, 

ello en relación 

a la carga 

procesal que 

Sí, 

genera un 

obstáculo para la 

célere resolución 

de procesos. 

Sin duda 

esta prohibición 

presenta 

complicadas 

barreras para la 

rápida solución 

Considero 

que sí, esta 

prohibición es un 

obstáculo para la 

eficacia 

resolutiva de los 

procesos. 

La 

rapidez 

resolutiva se ve 

afectada por esta 

prohibición. 
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actualmente 

afronta todos los 

despachos 

judiciales. 

de controversias 

penales. 

Nota: Los expertos coinciden en que la prohibición constituye un obstáculo para la 

resolución rápida y eficaz de los procesos penales. Señalan que esta medida incrementa la 

carga procesal y dificulta una respuesta judicial oportuna. Asimismo, destacan que la 

ausencia de mecanismos de simplificación genera mayores barreras para una conclusión 

célere de los casos. Esta situación repercute negativamente en la eficiencia resolutiva del 

sistema judicial. En consecuencia, se evidencia una afectación directa al principio de 

celeridad procesal y a la eficacia de la administración de justicia. 
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3.2. DISCUSIÓN 

Los resultados obtenidos mediante la aplicación de entrevistas estructuradas a especialistas 

en Derecho Penal y Procesal Penal permiten contrastar la hipótesis planteada en la presente 

investigación, referida a que la prohibición de terminación anticipada y conclusión anticipada en 

el delito de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento 

vulnera la aplicación del principio de celeridad procesal. Los hallazgos evidencian una relación 

significativa entre la restricción establecida por el artículo 5 de la Ley N.º 30838 y la afectación 

funcional del sistema procesal penal, especialmente en lo concerniente a la duración razonable del 

proceso, la eficiencia jurisdiccional y la racionalidad de la política criminal adoptada por el 

legislador peruano. 

En relación con la primera dimensión, correspondiente al fundamento normativo de la 

prohibición, los especialistas coincidieron en reconocer que existe una base legal expresa y 

claramente delimitada que restringe la aplicación de los mecanismos de simplificación procesal en 

delitos contra la libertad e indemnidad sexual. Este resultado guarda coherencia con el análisis 

exegético realizado en el marco teórico, donde se precisó que la Ley N.° 30838 incorporó una 

prohibición absoluta orientada al endurecimiento del tratamiento penal de estos ilícitos. Sin 

embargo, aunque los expertos reconocen la claridad normativa, también advirtieron que dicha 

regulación responde principalmente a una lógica de política penal reactiva y no a una política 

criminal integral sustentada en evidencia empírica, observación que coincide con lo señalado por 

Gonzales Claudio (2022), quien sostiene que la exclusión de beneficios premiales carece de 

justificación técnico-criminal suficiente y termina afectando derechos procesales fundamentales. 

Respecto a la dimensión vinculada a la finalidad de la prohibición, los resultados revelan 

que los especialistas reconocen que el objetivo legislativo consistió en reforzar el carácter 
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disuasivo de la sanción penal mediante el incremento de severidad procesal. No obstante, existe 

consenso en que dicha finalidad no logra materializar una verdadera prevención del delito. Este 

hallazgo se encuentra en consonancia con lo expuesto en el marco teórico sobre política criminal, 

donde se sostiene que el aumento del rigor punitivo no necesariamente genera efectos preventivos 

eficaces si no se acompaña de medidas estructurales de prevención, atención a víctimas y 

fortalecimiento institucional. En esa línea, los resultados permiten afirmar que la restricción 

procesal analizada constituye una respuesta simbólica del legislador, orientada más a satisfacer 

demandas sociales inmediatas que a resolver de manera efectiva los problemas estructurales de 

criminalidad sexual. 

En cuanto al análisis de la celeridad procesal como principio constitucional y procesal, los 

hallazgos empíricos permiten advertir una aparente dualidad interpretativa. Por un lado, los 

especialistas reconocieron que la sola inexistencia de mecanismos abreviados no constituye 

automáticamente una vulneración directa del principio de celeridad, dado que este principio 

también comprende el respeto de los plazos legalmente establecidos y la ausencia de dilaciones 

indebidas. Esta apreciación guarda concordancia con lo desarrollado por Sánchez (2004), quien 

sostiene que la celeridad procesal no se agota en la rapidez formal del procedimiento, sino que 

exige una tramitación eficiente y razonable. 

Sin embargo, desde una perspectiva funcional, los expertos coincidieron en señalar que la 

prohibición sí genera efectos materiales contrarios a la celeridad, pues obliga al desarrollo íntegro 

del proceso, prolonga innecesariamente el debate probatorio y limita soluciones consensuadas que 

permitirían una pronta conclusión del conflicto penal. Esta interpretación se alinea con lo sostenido 

por Orellana Castillo (2018), quien afirma que la terminación anticipada constituye un instrumento 

esencial para reducir plazos procesales y optimizar recursos jurisdiccionales. 
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En relación con la dimensión referida al impacto en la duración del proceso penal, los 

resultados muestran uniformidad entre los especialistas al afirmar que la imposibilidad de acogerse 

a mecanismos de simplificación procesal prolonga considerablemente la tramitación de estos 

procesos. Los entrevistados señalaron que, al no existir incentivos premiales, el imputado opta 

regularmente por agotar todas las etapas procesales con la finalidad de discutir la imputación, 

promover actividad probatoria y explorar posibilidades absolutorias. 

Este hallazgo confirma lo planteado en la hipótesis de investigación y se vincula 

directamente con lo señalado por Mesaray Zea (2023), quien sostiene que la terminación 

anticipada constituye un medio idóneo para evitar el desgaste innecesario del aparato jurisdiccional 

y garantizar respuestas céleres sin sacrificar garantías procesales. Asimismo, refuerza la tesis de 

que la exclusión absoluta de estos mecanismos termina generando el efecto inverso al pretendido 

por el legislador. 

Sobre la carga procesal y eficiencia del sistema judicial, los resultados evidencian una 

preocupación unánime entre los especialistas respecto al incremento de congestión judicial 

derivado de la prohibición. Los expertos sostuvieron que el sistema judicial peruano no cuenta 

actualmente con recursos humanos ni logísticos suficientes para absorber el aumento de procesos 

completos derivados de esta restricción normativa, lo que produce reprogramaciones constantes, 

retrasos y sobrecarga funcional de los despachos penales. 

Este resultado se conecta directamente con lo señalado en el marco teórico sobre economía 

procesal y encuentra respaldo doctrinario en Villavicencio Ríos, quien sostiene que la eficiencia 

del proceso penal moderno exige mecanismos alternativos que permitan racionalizar el uso de 

recursos estatales. En consecuencia, la investigación demuestra que la prohibición no solo afecta 



88 

 

a las partes procesales, sino también compromete la sostenibilidad operativa del sistema de justicia 

penal. 

En lo concerniente a la afectación de derechos del imputado, los especialistas señalaron 

que la eventual vulneración del derecho al plazo razonable debe analizarse caso por caso. Si bien 

no afirmaron de manera categórica que toda prolongación constituya afectación constitucional, sí 

reconocieron que la imposibilidad de acceder a una salida anticipada incrementa el riesgo de 

dilaciones excesivas cuando el proceso enfrenta deficiencias estructurales del sistema judicial. 

Este hallazgo coincide con la jurisprudencia constitucional citada en el marco teórico, 

según la cual la razonabilidad del plazo debe evaluarse atendiendo a la complejidad del asunto, 

conducta procesal de las partes y actuación de los órganos jurisdiccionales. No obstante, los 

resultados permiten sostener que la norma cuestionada crea condiciones objetivas que favorecen 

escenarios de potencial afectación al plazo razonable. 

Finalmente, respecto de la eficiencia resolutiva del proceso penal, los especialistas 

coincidieron en afirmar que la prohibición obstaculiza la solución rápida y eficaz de los procesos, 

afectando tanto al imputado como a la víctima. Esta conclusión resulta especialmente relevante si 

se considera que uno de los fundamentos centrales de los mecanismos de simplificación procesal 

es precisamente brindar respuestas jurisdiccionales oportunas, evitando la revictimización 

derivada de procesos prolongados y repetitivos. 

En ese sentido, los hallazgos empíricos permiten validar la hipótesis general de la 

investigación, al evidenciar que la prohibición contenida en la Ley N.° 30838 restringe de manera 

desproporcionada instrumentos procesales legítimos cuya finalidad es materializar el principio de 

celeridad procesal. Si bien la protección reforzada de la libertad e indemnidad sexual constituye 
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un fin constitucionalmente legítimo, la exclusión absoluta de mecanismos consensuales no supera 

un análisis de razonabilidad y proporcionalidad, pues genera efectos contraproducentes para la 

eficacia del sistema penal. 

En síntesis, los resultados obtenidos permiten concluir que la política legislativa adoptada 

mediante la Ley N.° 30838 privilegió un enfoque punitivo simbólico sobre criterios de racionalidad 

procesal, afectando la eficiencia jurisdiccional y comprometiendo el adecuado equilibrio entre 

protección de bienes jurídicos, tutela de víctimas y respeto de garantías procesales. Por ello, se 

justifica la necesidad de una revisión normativa que permita la aplicación excepcional y controlada 

de mecanismos de simplificación procesal en el delito previsto en el artículo 176 del Código Penal, 

en armonía con los principios de celeridad, proporcionalidad y tutela judicial efectiva. 
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CONCLUSIONES: 

 

Conclusión General:  

El endurecimiento de las medidas penales mediante la ley N° 30838, no contribuye 

a la eficacia del sistema penal ni garantiza una mayor protección a quién ha sido víctima 

del delito, los resultados demuestran que la prohibición en una simplificación procesal 

como es la terminación anticipada o la conclusión anticipada en los delitos de tocamiento, 

actos de connotación sexual o actos libidinosos son consentimiento tiene un impacto 

negativo en el principio de celeridad procesal, es decir el legislador ha vulnerado el 

principio de celeridad procesal ante la prohibición de la terminación o conclusión 

anticipada en los delitos de actos de connotación sexual o actos libidinosos sin 

consentimiento. 

Conclusiones Específicas: 

En referencia a la configuración doctrinaria del delito, los especialistas coinciden, 

que ellos cuestionan la utilidad de prohibición de los mecanismos de simplificación 

procesal como son la terminación anticipada y la conclusión anticipada, debido que el fin 

útil de disuasión normativa se cumple con la imposición de la pena en el enunciado 

normativo, sin embargo, al prohibir un mecanismo procesal, no genera ningún impacto real 

en la prevención.  

El principio de celeridad procesal en el ámbito penal, no se refiere únicamente a 

concluir de manera rápida un proceso, sino evitar las dilataciones injustificadas, debiendo 

respetarse los plazos que se tiene en el código procesal. Los expertos afirman que la 

prohibición de un mecanismo de simplificación procesal genera un extenso debate 
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probatorio, vulnerando este principio cuando no se garantiza un mecanismo que genere 

soluciones alternativas, ante una responsabilidad que se está asumiendo. 

Es importante y necesario los mecanismos de simplificación procesal, debido a que 

son herramientas esenciales que ayudan a disminuir la carga procesal, resolviendo con 

mayor eficiencia los hechos delictuosos. La exclusión de la terminación anticipada y la 

conclusión anticipada en los delitos sexuales provoca un prologando proceso, afectando 

directamente a las partes tanto a la víctima como al imputado, el cual asume la 

responsabilidad del hecho. La prohibición de una simplificación procesal no cumple el 

objetivo disuasivo que considera el legislativo, por el contrario, agrava el problema en la 

estructura del Poder Judicial. 

El legislador al momento de incorporar el artículo 5° de la Ley N° 30838 “Ley que 

modifica el código penal y el código de ejecución penal para fortalecer la prevención y 

sanción de los delitos contra la libertad e indemnidad sexuales”,  no consideró el principio 

de celeridad procesal, afectando derechos procesales tanto para la víctima como el 

procesado. 
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RECOMENDACIONES: 

 

Se recomienda revisar la prohibición contenida en el artículo 5° de la ley N° 30838, 

teniendo en cuenta que se debe modificar la exclusión absoluta de los mecanismos de 

simplificación procesal, debido que estos no cumplen con la necesidad de los fines de la política 

criminal peruana. La modificatoria, donde sea permitido la simplificación procesal para poder 

garantizar la protección de la víctima, además de reducir la carga procesal debido que el imputado 

asume la responsabilidad de su acción, siendo esta modificatoria compatible con el principio de 

celeridad procesal, contribuyendo a la eficiencia en la resolución de los casos. 

Se recomienda realizar un proyecto de ley el cual modifique el artículo 5° de la ley N° 

30838 debido que este dispositivo legal determinada la improcedencia de la terminación anticipada 

y conclusión anticipada el cual menciona lo siguiente: 

“No procede la terminación anticipada ni la conclusión anticipada en los procesos 

por cualquiera de los delitos previstos en los capítulos IX, X y XI del título IV del libro 

segundo del código penal” 

Esta prohibición como se ha demostrado ampliamente en el trabajo de investigación tiene 

como consecuencia la insatisfacción de los sujetos procesales en la administración de justicia, el 

proyecto de ley tiene como objetivo que se modifique este artículo 5° permitiendo que sólo en 

exclusividad al artículo 176 del código penal referente al delito de tocamientos, actos de 

connotación sexual o actos libidinosos sin consentimientos se permita la aplicación de la 

terminación anticipada y la conclusión anticipada. Esto como medida de salvaguardar las garantías 

de derechos fundamentales del investigados y además generar la justicia rápida y eficiente que 

necesita la víctima en estas clases de situaciones.  
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El texto como propuesta de proyecto normativo debe señal lo siguiente:  

“En los casos referidos al art. 176 del código penal se aplica la terminación anticipada o 

la conclusión anticipada según el estado del proceso.”   

De esta manera se considera reducir la carga procesal de los juzgados penales, otorgando 

al imputado la oportunidad de asumir la consecuencia de sus acciones, protegiendo de una forma 

más eficiente el bien jurídico de la víctima, el cual fue vulnerado por el sujeto activo. 

Se recomienda implementar una modernización administrativa para la coexistencia de los 

mecanismos de simplificación procesal, es decir al tener en cuenta la utilidad de la simplificación 

procesal, se debe tener presente también a las personas capacitadas que coadyuven en la 

facilitación de estos mecanismos como un mayor número de magistrados o especialistas judiciales 

que permitan atender eficientemente estos casos, y no se programe audiencias para próximos años, 

asegurando que la intensión de asumir la responsabilidad por parte del imputado es el motivo 

suficiente para realizar la audiencia al final de los demás casos, una simplificación procesal parte 

también por la modernización administrativa que faciliten el acuerdo de estos mecanismos 

alternativos. 
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ANEXOS 

ENTREVISTA ESTRUCTURADA PARA JUICIO DE EXPERTOS 

I. Datos Generales del Experto 

Nombre completo: Ana E. Zegarra Azula 

Profesión: Abogada 

Cargo actual: Fiscal Provincial 

Institución a la que pertenece: Ministerio Público 

Años de experiencia profesional: 9 años 

II. Propósito de la entrevista 

El presente instrumento tiene como finalidad recoger la opinión de expertos en 

Derecho Penal y Procesal Penal respecto a la relación entre la prohibición de la terminación 

o conclusión anticipada en los delitos de tocamientos, actos de connotación sexual o actos 

libidinosos sin consentimiento y la posible vulneración del principio de celeridad procesal. 

La entrevista busca validar las dimensiones e indicadores de ambas variables para 

el análisis correlacional de la investigación. 

III. Guía de preguntas estructuradas 

Variable independiente: Prohibición de la terminación o conclusión anticipada en 

el delito de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento 
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Dimensión 1: Fundamento normativo 

1. ¿Considera que existe una base legal clara que prohíbe la aplicación de la 

terminación o conclusión anticipada en los delitos de connotación sexual? 

Sí existe, esta es la ley 30838, que tipifica los delitos en contra de la libertas e indemnidad 

sexual. 

2. ¿Cree que dicha prohibición responde a una política criminal coherente con el 

sistema penal peruano? 

Claro, el no incluir en este delito la terminación o conclusión anticipada es completamente 

coherente con la política criminal destinada a reducir la comisión de delitos sobre todo de 

connotación sexual 

Dimensión 2: Finalidad de la prohibición 

3. ¿Cuál considera que es el principal objetivo de esta prohibición procesal? 

Sin duda el objetivo es evitar que se cometan delitos de esta índole, lo que se busca es 

imponer penas altas, rigurosas y sin ningún tipo de beneficio. 

4. ¿Considera que dicha finalidad prioriza la protección de la víctima o limita derechos 

procesales del imputado? 

Imponer penas altas, duras y rígidas no es eficaz para la protección de la víctima, esto 

conforme a multitud de estudios de política criminal. 

Dimensión 3: Alcance de la prohibición 
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5. ¿A qué delitos considera que debería aplicarse o no aplicarse esta prohibición? 

En delitos de carácter sexual, la aplicación de beneficios y bonificaciones en la pena, no 

trae consigo un verdadero cambio en el efecto disuasivo de la pena, puesto que estas penas 

son imponentes con respecto a otras 

6. ¿Existe coherencia en la delimitación legislativa de los delitos alcanzados por esta 

norma? 

Está clara la coherencia, la prohibición de utilizar y beneficiarse de beneficios procesales 

es coherente, pues el principal objetivo de la ley que reforma los delitos sexuales es 

imponer penas más severas 

Dimensión 4: Impacto en el proceso penal 

7. ¿Cómo considera que la prohibición afecta la duración del proceso penal? 

La prohibición afecta gravemente al principio de celeridad del proceso, pues al no haber 

reducción de penas, se buscará probar la inocencia del acusado lo que conlleva a que un 

proceso sea demasiado amplio. 

8. ¿Cree que esta medida contribuye o perjudica a la eficiencia del sistema judicial? 

El principal problema en este caso es el aumento de carga procesal, por lo que considero 

que el sistema se vería altamente perjudicado 

Variable dependiente: Principio de celeridad procesal 

Dimensión 1: Duración del proceso penal 
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9. ¿Cuánto considera que se prolongan, en promedio, los procesos por delitos sexuales 

sin mecanismos de simplificación procesal? 

Depende mucho de lo presentado en los juicios, no puedo establecer un tiempo exacto, sin 

embargo, puedo mencionar que esta dilatación muchas veces no es corta 

10. ¿Piensa que la imposibilidad de concluir anticipadamente un proceso vulnera el 

principio de celeridad procesal? 

No, pues este principio se refiere al no alargamiento injustificado de los procedimientos 

dados. 

Dimensión 2: Carga procesal 

11. ¿La prohibición de terminación o conclusión anticipada ha incrementado la carga 

procesal en los juzgados penales? 

Sí, esta prohibición incrementó gravemente la carga procesal en los juzgados penales lo 

que es preocupante por la necesidad de imponer justicia con la mayor celeridad posible. 

12. ¿Considera que el sistema judicial cuenta con medios suficientes para evitar la 

congestión sin estos mecanismos? 

Para mí evitar la congestión procesal por parte del sistema judicial resulta imposible y más 

porque considero que no se tiene recursos suficientes para combatir con este 

embotellamiento procesal. 

Dimensión 3: Afectación al imputado 

13. ¿La extensión del proceso penal sin mecanismos abreviados genera una afectación a 

los derechos del imputado? 
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14. ¿Considera que esta situación puede vulnerar el derecho al plazo razonable 

reconocido por el Tribunal Constitucional? 

Dimensión 4: Eficiencia procesal 

15. ¿Cree que la prohibición obstaculiza la resolución rápida y eficaz de los procesos 

penales? 

Es bastante complejo y no podemos englobar todos los casos mencionando que en todos 

se afectan sus derechos 

16. En su opinión, ¿debería modificarse la norma que impide la conclusión anticipada 

para fortalecer la eficiencia del proceso? 

Sí, debería tener una modificatoria  

IV. Comentario adicional del experto sobre el tema  

Ninguno. 
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ENTREVISTA ESTRUCTURADA PARA JUICIO DE EXPERTOS 

I. Datos Generales del Experto 

Nombre completo: Kriss Victoria Pérez Calixto 

Profesión: Abogada 

Cargo actual: Fiscal Adjunta Provincial  

Institución a la que pertenece: Ministerio Público 

Años de experiencia profesional: 9 años  

II. Propósito de la entrevista 

El presente instrumento tiene como finalidad recoger la opinión de expertos en 

Derecho Penal y Procesal Penal respecto a la relación entre la prohibición de la terminación 

o conclusión anticipada en los delitos de tocamientos, actos de connotación sexual o actos 

libidinosos sin consentimiento y la posible vulneración del principio de celeridad procesal. 

La entrevista busca validar las dimensiones e indicadores de ambas variables para 

el análisis correlacional de la investigación. 

III. Guía de preguntas estructuradas 

Variable independiente: Prohibición de la terminación o conclusión anticipada en 

el delito de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento 

Dimensión 1: Fundamento normativo 

1. ¿Considera que existe una base legal clara que prohíbe la aplicación de la terminación 

o conclusión anticipada en los delitos de connotación sexual? 
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Los delitos de connotación sexual, están previstos en la ley 30838, que es la ley que reforma 

los delitos sexuales. 

 

2. ¿Cree que dicha prohibición responde a una política criminal coherente con el sistema 

penal peruano? 

Que no se pueda reducir la pena de condenados con delitos en contra de la libertad e 

indemnidad sexual resulta coherente con lo que el estado busca, ser severo con las penas 

para evitar que se comentan delitos relacionados. 

Dimensión 2: Finalidad de la prohibición 

 

3. ¿Cuál considera que es el principal objetivo de esta prohibición procesal? 

La sanción severa responde a que el objetivo de esta política es reducir la criminalidad, 

sobre todo de los delitos cometidos en contra de la libertad e indemnidad sexual. 

 

4. ¿Considera que dicha finalidad prioriza la protección de la víctima o limita derechos 

procesales del imputado? 

Considero que el ser rígido con las penas no satisface el objetivo que se plantea, pues este 

no reduce la comisión del delito ni la protección de la victima 

Dimensión 3: Alcance de la prohibición 

5. ¿A qué delitos considera que debería aplicarse o no aplicarse esta prohibición? 

La prohibición de los beneficios, considero, es poco útil, pues no crea un ambiente en el 

cual se deje completamente de intimidar con la pena. 
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6. ¿Existe coherencia en la delimitación legislativa de los delitos alcanzados por esta 

norma? 

Sí es coherente, ya que, si la ley 30838 busca que las penas sean mucho más severas, es 

necesario que sea imposible la aplicación de los beneficios premiales. 

Dimensión 4: Impacto en el proceso penal 

7. ¿Cómo considera que la prohibición afecta la duración del proceso penal? 

Prohibir los beneficios premiales afecta directamente a la duración del proceso, pues la 

extensión del proceso se debe muchas veces al debate de las pruebas en donde se busca 

acreditar la inocencia del acusado. 

8. ¿Cree que esta medida contribuye o perjudica a la eficiencia del sistema judicial? 

El sistema se vería perjudicado, pues una mayor carga procesal conlleva al 

embotellamiento del sistema 

Variable dependiente: Principio de celeridad procesal 

Dimensión 1: Duración del proceso penal 

9. ¿Cuánto considera que se prolongan, en promedio, los procesos por delitos sexuales sin 

mecanismos de simplificación procesal? 

Un proceso puede prolongarse dependiendo del peso de las pruebas y de la facilidad con la 

que estas pruebas pueden verificarse. 
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10. ¿Piensa que la imposibilidad de concluir anticipadamente un proceso vulnera el 

principio de celeridad procesal? 

No, esto no afecta al principio de celeridad, este principio no solo se limita a la posibilidad 

de concluir anticipadamente los procesos, sino que también se refiere a que en el proceso 

se cumplan los plazos establecidos. 

Dimensión 2: Carga procesal 

11. ¿La prohibición de terminación o conclusión anticipada ha incrementado la carga 

procesal en los juzgados penales? 

Esta prohibición ha incrementado la carga procesal, por experiencia propia y de algunos 

colegas, conozco que existen juicios que se programan para años próximos, lo que es sin 

duda preocupante. 

12. ¿Considera que el sistema judicial cuenta con medios suficientes para evitar la 

congestión sin estos mecanismos? 

Para mí evitar la congestión procesal por parte del sistema judicial resulta imposible y más 

porque considero que no se tiene recursos suficientes para combatir con este 

embotellamiento procesal 

Dimensión 3: Afectación al imputado 

13. ¿La extensión del proceso penal sin mecanismos abreviados genera una afectación 

a los derechos del imputado? 

Para determinar la afectación de los derechos se debería analizar los casos por 

separado, para poder deducir si se afectó el plazo razonable. 
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14. ¿Considera que esta situación puede vulnerar el derecho al plazo razonable 

reconocido por el Tribunal Constitucional? 

Claro, este puede ser considerado como tal, pero solo si se prueba demoras 

injustificadas y dilataciones que no deberían existir. 

Dimensión 4: Eficiencia procesal 

15. ¿Cree que la prohibición obstaculiza la resolución rápida y eficaz de los procesos 

penales? 

Considero que sí, esta prohibición es un obstáculo para la eficacia resolutiva de los 

procesos. 

16. En su opinión, ¿debería modificarse la norma que impide la conclusión anticipada 

para fortalecer la eficiencia del proceso? 

Sí debería modificarse la norma 

IV. Comentario adicional del experto sobre el tema  

Ninguna 
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ENTREVISTA ESTRUCTURADA PARA JUICIO DE EXPERTOS 

I. Datos Generales del Experto 

Nombre completo: Jannina Saucedo Fernádez 

Profesión: Abogada 

Cargo actual: Fiscal Adjunta Provincial 

Institución a la que pertenece: Ministerio Público 

Años de experiencia profesional: 9 años  

II. Propósito de la entrevista 

El presente instrumento tiene como finalidad recoger la opinión de expertos en 

Derecho Penal y Procesal Penal respecto a la relación entre la prohibición de la terminación 

o conclusión anticipada en los delitos de tocamientos, actos de connotación sexual o actos 

libidinosos sin consentimiento y la posible vulneración del principio de celeridad procesal. 

La entrevista busca validar las dimensiones e indicadores de ambas variables para 

el análisis correlacional de la investigación. 

III. Guía de preguntas estructuradas 

Variable independiente: Prohibición de la terminación o conclusión anticipada en el delito 

de tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin consentimiento 

Dimensión 1: Fundamento normativo 
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1. ¿Considera que existe una base legal clara que prohíbe la aplicación de la terminación 

o conclusión anticipada en los delitos de connotación sexual? 

Existe la ley 30838, que es la base que configura los delitos de connotación sexual. 

2. ¿Cree que dicha prohibición responde a una política criminal coherente con el sistema 

penal peruano? 

Es coherente que una política criminal orientada a reprimir estas conductas delictivas 

niegue la bonificación premial, ya que esta reduce una sección de la pena. 

Dimensión 2: Finalidad de la prohibición 

3. ¿Cuál considera que es el principal objetivo de esta prohibición procesal? 

Considero que el principal objetivo es hacer notar que, al cometer un delito de esta índole, 

las penas son las más severas posibles, y así tratar de reducir los delitos en contra de la 

libertad sexual. 

4. ¿Considera que dicha finalidad prioriza la protección de la víctima o limita derechos 

procesales del imputado? 

Dimensión 3: Alcance de la prohibición 

    5. ¿A qué delitos considera que debería aplicarse o no aplicarse esta prohibición? 

Creo que las penas elevadas y con nulas bonificaciones procesales, no ayuda a prevenir la 

criminalidad, no resulta eficiente si queremos reducir la comisión del delito 

     6. ¿Existe coherencia en la delimitación legislativa de los delitos alcanzados por esta 

norma? 
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La restricción de los beneficios premiales, no resulta coherente con el sistema pues la 

severidad de la pena ya cumple con el objetivo que se plantea, que es intimidar con grandes 

penas. 

Dimensión 4: Impacto en el proceso penal 

7. ¿Cómo considera que la prohibición afecta la duración del proceso penal? 

Es coherente la limitación que establece la ley 30838 pues esta trata de endurecer las penas 

y es coherente con este fin el prohibir que las penas se reduzcan. 

8. ¿Cree que esta medida contribuye o perjudica a la eficiencia del sistema judicial? 

La duración del proceso se dilata al busca desvirtuar la imputación mediante el debate de 

medios probatorios 

Variable dependiente: Principio de celeridad procesal 

Dimensión 1: Duración del proceso penal 

9. ¿Cuánto considera que se prolongan, en promedio, los procesos por delitos sexuales 

sin mecanismos de simplificación procesal? 

Sin mecanismos de simplificación, estos procesos son amplios, largos, complicados y 

complejos. Las pruebas tienen incidencia en la prolongación del proceso. 

10. ¿Piensa que la imposibilidad de concluir anticipadamente un proceso vulnera el 

principio de celeridad procesal? 
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Creo que no, pues este principio no se vulnera solo por la inexistencia de mecanismos para 

concluir anticipadamente el proceso, sino que habría que observar los plazos establecidos 

por ley. 

Dimensión 2: Carga procesal 

11. ¿La prohibición de terminación o conclusión anticipada ha incrementado la carga 

procesal en los juzgados penales? 

Es preocupante como muchos de los juicios, por causa de esta prohibición se alargan 

demasiado, además de por la verificación de pruebas, por la gran carga procesal que el 

sistema presenta. 

12. ¿Considera que el sistema judicial cuenta con medios suficientes para evitar la 

congestión sin estos mecanismos? 

No se cuenta con los medios suficientes para poder afrontar la gran problemática que 

presenta la excesiva carga procesal 

Dimensión 3: Afectación al imputado 

13. ¿La extensión del proceso penal sin mecanismos abreviados genera una afectación 

a los derechos del imputado? 

Es complicado notar la afectación de estos derechos, pero para poder obtener verdadera 

información es necesario analizar casos individuales. 

 

14. ¿Considera que esta situación puede vulnerar el derecho al plazo razonable 

reconocido por el Tribunal Constitucional? 
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Se necesita investigar cada caso para poder considerar que se vulnera el derecho al plazo 

razonable, se debe hacer un riguroso análisis y examinar los plazos dados dentro del 

proceso 

Dimensión 4: Eficiencia procesal 

15. ¿Cree que la prohibición obstaculiza la resolución rápida y eficaz de los procesos 

penales? 

La rapidez resolutiva se ve afectada por esta prohibición. 

16. En su opinión, ¿debería modificarse la norma que impide la conclusión anticipada 

para fortalecer la eficiencia del proceso? 

Sí debería modificarse. 

IV. Comentario adicional del experto sobre el tema  

Ninguno 
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